Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 46 minutos.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda da la bienvenida a la Asociación de Funcionarios Aduaneros quienes vienen a realizar su 
exposición sobre la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del año 2011. 


SEÑOR VALDIVIESO.- Buenas tardes. Antes que nada, queremos agradecerles la gentileza. En esta 
oportunidad estoy acompañado por las señoras Gabriela Esquerre y Gabriela García para presentar 
tres temas: el rechazo al artículo 109, la eliminación del tope y lo del 30%, que tiene que ver con una 
salarización de la que van a informar las compañeras. 


El artículo 109 refiere a las potestades que se le quieren dar a los FUPPA -Funcionarios 
Públicos Para Aduaneros- con las que no estamos de acuerdo. La argumentación dice lo siguiente: 
“Solicitamos el rechazo del artículo 109 por el cual se pretende ampliar sus tareas cuando en el 
organismo existen funcionarios aduaneros de carrera con más de 20 años de capacitación, experiencia 
y práctica en temática aduanera. Mientras por este artículo se trata de asignar más tareas a los 
FUPPA, existen en esta Unidad Ejecutora 102 Contratos Temporales de Derecho Público, jóvenes que 
están capacitados para realizar dichas tareas, con más de cuatro años de antigúedad, con cursos 
realizados y sin estabilidad laboral. Los nuevos ingresos deben ser genuinos, por concurso de 
oposición y méritos”. 


Es bueno recordar que esto fue rechazado en el 2010 pero la Aduana, como forma de buscar 
puntos de encuentro a través entre la Dirección y el Ministro, el 19 de agosto de 2010 firmó un acta 
donde se compromete a no asignarles más tareas a los FUPPA. Somos conscientes de que la 
Dirección Nacional de Aduana carece de personal y en nuestras permanentes recorridas por el interior 
podemos apreciar las dificultades y los pocos recursos con que cuentan los funcionarios. Por otro lado, 
vemos con gran asombro que mientras que nosotros apostamos a la carrera administrativa, los FUPPA 
-que son cerca de 50- reciben muchos beneficios por la tarea de represión y contralor de mercadería, 
que está a su cargo, pero además realizan otro tipo de actividades. Nosotros hemos denunciado a la 
Dinatra nuestro desacuerdo con esto y solicitamos que se respete lo que se firmó. 


En suma, esto es lo que planteamos respecto a este punto que implica nuestro rechazo al 
artículo 109. 


SEÑORA GARCÍA.- Voy a referirme a la eliminación del tope. El aditivo del artículo diría así: 
“Extiéndese el tope establecido en el literal c del artículo 166 de la Ley N* 17.296, del 21 de febrero de 
2001, a las remuneraciones que mensualmente perciben los funcionarios de la Dirección Nacional de 
Aduanas. Dejándose sin efecto el régimen de topes vigente a la fecha”. 


El tope al que se refiere el artículo es el que rige para los Funcionarios Para Aduaneros que 
se encuentran en comisión en la Aduana y reciben el sueldo desde su oficina de origen. Además, cabe 
aclarar que la Aduana les paga, además, una compensación que puede llegar hasta $ 70.093 
mensuales. En este momento, los funcionarios aduaneros presupuestados tenemos fijado un tope de 
$ 55.009,28. Esto quiere decir que estamos $ 15.000 por debajo de los FUPPA, que realizan tareas 
similares a los funcionarios aduaneros, pero cobran una remuneración mayor. 


Es determinante que se apruebe este artículo debido a que los salarios de la mayoría de los 
funcionarios presupuestados de la Aduana se encuentran dentro de esta limitación, y solamente el 3% 
del total de la plantilla de funcionarios están exceptuados de ella. Además, los funcionarios de carrera 


se ven perjudicados al no encontrar una motivación para concursar y seguir adelante, porque existen 
funcionarios de menor grado que cobran lo mismo que el personal jerárquico. 


El artículo no genera ningún costo presupuestal dado que se pide dejar sin efecto el tope 
sobre lo que se ha recortado a los salarios mensuales de los funcionarios. Reitero que este artículo 
tiene costo cero. 


A modo de aclaración, queremos aclarar que nuestro tope es de $ 55.009,28 y el de 
los FUPPA es de $ 70.093. 


SEÑORA ESQUERRE.- Venimos a solicitar la modificación del literal A) del artículo 311 de la Ley N* 
18.719 que, a su vez, modifica el artículo 166 de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001. Esta ley 
reglamentaba la forma de distribución de las multas por infracciones. Su literal B) dice que del 70% de 
la multa por infracción, un 40% se destina al detector de la multa y el 30% para el resto de los 
funcionarios. Pero a través del artículo 311 de la Ley N* 18.719, el 70% va para un fondo de metas por 
desempeño. Por lo tanto, será un poco relativo quiénes van a cobrar algo de esto. 


Nosotros entendemos que el 30% que fija la Ley N* 17.296, es percibido por todos los 
funcionarios de la Aduana desde hace 12 años. Por lo tanto, es un derecho adquirido y si algunos no 
van a percibir las metas por desempeño, en los hechos tendrán una rebaja salarial. 


En consecuencia, queremos modificar el literal A) estableciendo que el 30% se siga 
distribuyendo como se hacía antes y que el 40% engrose el fondo de las metas por desempeño. 
Planteamos que se haga de manera transitoria para los funcionarios que estén en actividad, hasta la 
fecha en que se apruebe la ley, y a medida que se vayan retirando los funcionarios, se engrose el 
fondo de las metas. Es decir que esto va a ser por un período corto, a efectos de que no haya ningún 
tipo de rebaja salarial para los funcionarios que desde hace 10 años lo perciben. La distribución sería 
de acuerdo a la escala por grado y según el grado correspondiente. 


Por otro lado, se seguirían cobrando las multas por infracción; por lo tanto, la financiación se 
obtendría por ese lado y no habría costos. 


Finalmente, quiero señalar que estamos totalmente alineados con lo que plantea COFE, pero 
proponemos otro artículo que refiere a la solicitud de presupuestación de los contratos que tenemos en 
la Aduana. Se trata de 102 chicos que hace muchos años que están trabajando bajo contratos de 
función pública y vienen realizando cursos de capacitación y cumpliendo funciones propias de los 
funcionarios de la Aduana. Por lo tanto, entendemos que, en la medida en que el Estado ha gastado 
tanto en capacitar y perfeccionar a ese grupo de funcionarios, sería negativo dejarlos afuera. 


SEÑOR UMANSKY.- El inciso tercero de este convenio, que fue firmado en el año 2010, dice: “Se 
conviene asimismo que no habrá más incorporaciones en la Dirección Nacional de Aduanas hasta 
tanto culmine el proceso de reestructura de la misma.” ¿La reestructura ya se hizo? 


SEÑOR VALDIVIESO.- Está en proceso. Fue discutida durante cuatro meses en el seno de la Dinatra, 
pero el sindicato no está de acuerdo con la reestructura que plantea el Director porque las 
reestructuras se hacen con la gente y no contra la gente. Esa es la posición del gremio. 


SEÑOR UMANSKQY.- De manera que lo que ustedes pretenden es que hasta tanto no se culmine esa 
reestructura, se haga lo que dice el convenio, es decir, no se nombren personas. Pero también hay que 
reconocer que la Dirección debe tener alguna potestad para manejar el personal. 


Ahora bien, ustedes plantean limitar el tope para estos funcionarios que se asimilarían a los de 
Aduanas, es decir, los FUPPA. 


SEÑORA ESQUERRE.- No; nosotros estamos planteando que los funcionarios presupuestados tengan 
el mismo tope que los FUPPA, es decir, los funcionarios en comisión. 


También quiero aclarar que no se habló nunca de que no vinieran más funcionarios, porque, 
por ley, pueden entrar en comisión hasta un 50%. Lo que se planteó en el convenio fue que no 
cumplieran otra función que no fuera la especificada por la ley y así se acordó. Estamos hablando de 
otro tipo de incorporaciones hasta que no se hiciera la reestructura y se viera bien la cantidad de 
funcionarios que se necesitan en el organismo. De manera que no decimos que los FUPPA, de 
acuerdo con la ley, no sigan viniendo, porque tenemos completo el grupo; tenemos 50 funcionarios. Lo 
que planteamos es que, de acuerdo con el convenio, sigan manteniéndose dentro de los parámetros 
de esas funciones. 


SEÑOR AMORÍN.- La impresión que uno tiene es que uno de los inconvenientes que tiene darles más 
funciones a los FUPPA es que en una misma sección están trabajando funcionarios de la Dirección 
Nacional de Aduanas y funcionarios públicos para aduaneros, algunos fuera de la carrera y con un 
sueldo muy elevado, lo que ha traído roces entre ellos. Me consta que hay funcionarios que no quieren 
trabajar en las oficinas junto a funcionarios para aduaneros y que estos ganan más que ellos. ¿Es 
así? 


SEÑOR VALDIVIESO.- Sí, por el desconocimiento de la labor en la Aduana. Ellos vienen en su gran 
mayoría del Ministerio del Interior por lo que dice la ley, para trabajar en el tema del contrabando y para 
hacer el contralor de mercaderías, pero permanentemente esto se ha violado e insistentemente han 
querido darles otras tareas. Con esto, vuelvo a decir, el sindicato no está de acuerdo. A lo que 
apuntamos, fundamentalmente, es a que no se desconozca la capacitación de los aduaneros de 
carrera, que estudiamos para eso. 


SEÑOR AMORÍN.- Se plantea reconocer a los FUPPA en el tema de la represión, digamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a entregar a todas las señoras y señores Senadores de la Comisión 
el material y la versión taquigráfica, para que todos tengan la misma información, y la utilizaremos 
como insumo para la discusión del articulado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR VALDIVIESO..- En nombre del Sindicato, les agradecemos por habernos escuchado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios Aduaneros.) 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato de Docentes de la Dirección Nacional de Deporte 
del Ministerio de Turismo y Deporte.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda da la bienvenida a una delegación del Sindicato de Docentes de la Dirección Nacional de 
Deporte del Ministerio de Turismo y Deporte, integrada por el señor Ariel ltuarte, la señora María 
Saravia y la señora Ana Godoy, a quienes con mucho gusto les ofrecemos la palabra. 


SEÑORA GODOY.- Nosotros vinimos a plantear por qué no estamos de acuerdo con la presentación 
del artículo 151 en la presente Rendición de Cuentas. Como los señores Senadores saben, esta 
disposición se refiere a la licencia de los docentes del Ministerio de Turismo y Deporte; concretamente, 
se pretende que se nos contemple dentro de la ley general de licencias de los funcionarios públicos, 
que es la Ley N* 16.104. En principio no estamos de acuerdo con que se haya presentado de esa 
manera, por entender que esa ley ya nos contempla, en tanto la ley hace referencia a los funcionarios 
públicos y nosotros lo somos. Si no fuera así, la ley derogaría cualquier norma o disposición que se 
contraponga a ella. Entonces, entendemos que ya estamos amparados por esa ley. 


Ahora bien, hay un reglamento de la ex Comisión Nacional de Educación Física del año 1974, 
que establece nuestro régimen de licencia. Allí se habla de un mínimo de veinte días y un máximo de 
sesenta. A su vez, de la lectura de ese reglamento se infiere que cada seis días de labor se genera uno 
de licencia, lo que en el año representa entre 52 y 54 días. Esa licencia no se contrapone con la ley 
vigente, que habla de mínimos y no de máximos. Entonces, nos parece que no es coherente presentar 
una propuesta que plantea ampararnos en una ley que hoy ya nos rige. 


Sí entendemos cuál es la intención que hay detrás de que esta ley se vote. En el mes de 
enero las autoridades de la Dinade, nos presentaron una nota -que se adjunta en el material- que 
expresa que a partir del 2012 nuestra licencia iba a pasar a ser de 20 días, más la antigúedad. Esa fue 
una decisión unilateral. A raíz de esa nota, empezamos una serie de negociaciones que no han 
prosperado y, en medio de este proceso, aparece la presentación de este artículo en la Rendición de 
Cuentas. Nosotros interpretamos que esa iniciativa ratifica la intención de disminuir la licencia docente 
de que hoy gozamos, que pasaría a ser de 20 días más la antigúedad. 


Entendemos que ese cambio en el régimen de licencia implica una reducción salarial. Como 
todos sabemos, la licencia se considera un componente salarial y al plantear una disminución sin 
ninguna compensación, proyectan una reducción salarial. Por lo tanto, no estamos de acuerdo con 
que se presente de esa manera. 


La licencia docente se debe a que nuestro régimen de trabajo tiene que ver con la tarea 
docente. Las plazas de deporte funcionan de lunes a sábados, de 8 de la mañana a 8 de la noche las 
que no tienen gimnasio ni piscina, y a 10 u 11 de la noche las que tienen instalaciones cerradas. 
También hacemos actividades fuera de los horarios laborales, asistiendo a paseos y campamentos. 


Nuestro régimen de trabajo no es el mismo que el de los administrativos y es por eso que 
históricamente teníamos una licencia diferente. Esas actividades que se realizan fuera del horario 
laboral no se compensan con el pago de horas extra ni, como dice la ley, con tiempo libre, simplemente 
es parte de la tarea que venimos haciendo históricamente los docentes del organismo, y como 
tenemos un régimen de licencia beneficioso, se entendía que era parte de la tarea. 


En resumen, esa es nuestra propuesta. Pensamos que si ellos ahora cambian en forma 
unilateral el régimen de licencia, habría que revisar no solo la licencia, sino también todo el 
funcionamiento y cómo se nos ve como funcionarios. Si vamos a ser asimilados y tratados igual que 
los administrativos, entonces se tendrían que revisar todas esas tareas que hacemos, que tienen que 
ver con la docencia, a la luz de los reglamentos o disposiciones que amparan a los funcionarios 
administrativos. 


SEÑOR ITUARTE.- Asistimos también a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes e 
hicimos este mismo planteo y luego, como corresponde, estuvo presente la delegación del Ministerio. 
En esa oportunidad, hubo algunas expresiones de la Ministra defendiendo, por su lado, las medidas 
que pretendían tomar, por cuanto hoy tenemos oportunidad de contestar algunas de esas 
observaciones. 


Por ejemplo, ella hizo referencia a una Mesa de Diálogo que estábamos llevando adelante 
con las autoridades de la Dinade y expresó que el mismo se había interrumpido por nuestra decisión 
de llevar el asunto a la Dirección Nacional de Trabajo. Eso no es exacto. Si bien nosotros estuvimos 
negociando fuera de la Dinatra, después propusimos la negociación con su intervención. Allí no se 
interrumpió la negociación, sino que seguimos dialogando e hicimos reuniones. Repito, no hubo 
interrupción por ese motivo. Sí se dio una situación particular porque entendimos que había un 
compromiso de las autoridades de no aplicar este nuevo régimen en el cálculo de la licencia con los 
compañeros que están en trámite jubilatorio, pero este compromiso después no se cumplió. Llegado el 
momento, a los compañeros que estaban realizando ese trámite, se les seguía aplicando el mismo 
régimen. Eso motivó que hiciéramos algunas movilizaciones y las autoridades nos dijeron que no les 
parecía correcto seguir negociando con nosotros bajo presión, por las movilizaciones que estábamos 
haciendo. En esa misma reunión nos comprometimos a no realizar más movilizaciones, pusimos en 
claro la interpretación que cada uno le había dado a ese compromiso, y la negociación siguió. De 
todos modos, nunca hubo una propuesta. O sea que partíamos de diferentes puntos. Las autoridades 
partían de la idea de reducir la licencia a 20 días, más un día por cada cuatro años de antigúedad y 
nosotros, de respetar el reglamento que teníamos y lo que habíamos tenido de licencia hasta el 
momento. A partir de ahí, no recibimos ninguna propuesta alternativa por parte de nuestras 
autoridades, apenas una en la que se consideraba la posibilidad de no aplicar de nuevo -aquello a lo 
que se habían comprometido y no se cumplió- el régimen a los que se están jubilando en este 
momento, y darles algunos días más de licencia a quienes están en docencia directa. En definitiva, 
prácticamente no se modificaba la situación inicial. 


A su vez, hicimos una propuesta alternativa donde sí marcamos una diferencia importante 
con nuestras pretensiones -resignando bastante- y pedimos una compensación salarial por los días 
perdidos. Esa propuesta no fue considerada y no se nos respondió nada hasta el momento. Esa es la 
situación en la que estamos. 


Otro de los temas que la señora Ministra manejó en su intervención fue el aumento de la 
infraestructura, donde aprovechó para elogiar su gestión. Es cierto que ha habido un aumento de la 
infraestructura y una mejora en general en esa área. También es cierto que muchas de esas mejoras 
dependen del trabajo de nuestros compañeros en las Direcciones de las plazas, porque muchas de 
ellas han sido hechas por la Intendencia, a través del presupuesto participativo. Incluso, se han dado 
muchas movilizaciones con las comunidades para que apoyen, en la votación del presupuesto 
participativo, nuestros proyectos de techar gimnasios, entre otros. 


Como mencioné, sí es cierto que hay un aumento de la infraestructura y eso implica una 
mejora en la cantidad de horas docentes a trabajar. Esa mejora no depende de que tengamos menos 
horas de licencia y más de trabajo, porque lo que se necesita es el ingreso de docentes al organismo 
para aprovechar mejor la nueva infraestructura. 


Otro aspecto que es importantísimo dejar claro es que la pretensión de mantener nuestro 
sistema de licencias no afectará el cumplimiento de los programas del Organismo. El que más 
preocupa es el programa de verano, que convoca a mucha gente a las plazas de deporte, por las 
piscinas que tenemos. El cumplimiento siempre se ha logrado porque las licencias se toman en 
tandas, de tal manera que constantemente hay un número de docentes adecuado para las 
necesidades. Aunque no tuviéramos las licencias que tenemos hasta el momento, igual habría que 
contratar docentes zafrales para la temporada de verano. Además, en la propuesta alternativa que 
presentamos dejamos claro que las tandas para cumplir con los programas del organismo durante todo 
el año, se mantendrían. 


Por último, queremos decir que en la Comisión de Hacienda se habló sobre la situación de 
desempleo cero que hay a nivel de los docentes de Educación Física, lo cual es cierto. Al ser nuestro 
organismo probablemente uno de los que tienen menor salario comparado con el que se paga a nivel 
privado, en las Intendencias o en la ANEP y al disminuir también la calidad de la condición de trabajo 
por tener menos licencia, se estaría poniendo en riesgo la motivación que pueden tener los colegas 
que se reciban para ingresar a nuestro organismo y, por lo tanto, la disponibilidad de docentes para 
cumplir con los programas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AMORÍN.- De acuerdo con lo que han planteado nuestros visitantes y de aprobarse esta 
disposición, se produciría un cambio sustancial en la forma en que prestan su trabajo. En realidad, 
pasarían a tener el mismo régimen de licencia del funcionario público y quedarían sin efecto -se dice 
especialmente- “las reglamentarias que se opongan”; esto es, el Reglamento del año 1974. De no 
aplicarse este artículo y a los efectos de conocer en cuánto cambia el régimen de trabajo, quisiera 
saber cuántos son los días de licencia que tienen normalmente. 


SEÑOR ITUARTE.- Hasta el momento hemos tenido 60 días al año, que se distribuyen de la siguiente 
manera: algunos días en verano, en época en que no se comprometa el cumplimiento de los 
programas, más días en invierno como tienen los demás docentes -tales como vacaciones de julio o 
primavera- y otros días que los docentes pueden pedir puntualmente, porque tampoco disponemos del 
beneficio de que gozan los docentes de la ANEP por el artículo 82, donde ante una situación justificada 
se puede faltar con autorización de la Dirección del Centro. Así que los días que tenemos hasta el 
momento son 60. 


SEÑOR UMANSKY.- De acuerdo con la propuesta alternativa presentada estarían rebajando los 60 
días a 40 días hábiles y estarían solicitando una compensación del 6,5%. Es evidente que en la forma 
de negociar, deberán tener en cuenta las restricciones que pueda tener el Ministerio. Es claro que este 
6,5% tiene un costo presupuestal y si bien lo otro que ustedes plantean también lo tiene, en forma 
diferida o indirecta, para ello no habría que desembolsar créditos presupuestales. En función de esto, 
¿estarían dispuestos a separar las dos alternativas; esto es, por un lado, los 40 días hábiles y, por otro, 
ver a futuro qué se puede hacer con relación a ese porcentaje de compensación que solicitan? 


SEÑOR ITUARTE.- Como representantes que somos del sindicato, toda propuesta -obviamente- tiene 
que ser considerada por la Asamblea. Nosotros escucharíamos cualquier propuesta que hubiera y la 
pondríamos a su consideración. En principio, creemos que es de justicia que todo beneficio que se 
pierda reciba una compensación. Además, esta propuesta está sustentada sobre una serie de 
argumentos que están en el documento. El establecimiento de los 40 días no es una cuestión de tira y 
afloje, sobre ello existe un sustento argumental. Lo mismo podemos decir con relación al porcentaje de 
compensación que pedimos. 


SEÑORA GODOY.- Me gustaría agregar que cuando nos sentamos ante una Mesa de diálogo es 
porque, como sindicato, estamos dispuestos a negociar. Lo que sucede es que no vemos la misma 
actitud en las autoridades de la Dinade. Por lo tanto, nosotros no podríamos responder la pregunta 
formulada por el señor Senador porque eso parte de un colectivo que sí está dispuesto a negociar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias les agradece mucho su comparecencia en 
este ámbito, así como la información que han brindado. A su vez, les comunica que la versión 
taquigráfica será proporcionada a todos los integrantes de la Comisión para que la tengan como 
insumo al momento de la discusión de los artículos. 


(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato de Docentes de la Dirección Nacional de 
Deporte del Ministerio de Turismo y Deporte.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine y 
Video del Uruguay.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda tiene el agrado de recibir a esta delegación, que dispondrá de aproximadamente quince 
minutos para realizar su exposición. 


SEÑOR CHARLO.- Hemos venido en representación de la Asociación de Productores y Realizadores 
de Cine y Video del Uruguay, entidad más representativa de quienes trabajamos en el área audiovisual. 


Nuestra Asociación surgió hace quince años y desde su nacimiento se vinculó con el 
incremento y el renacimiento de lo que ha sido el audiovisual uruguayo. La Asoprod surgió muy 
vinculada a las gestiones que tuvieron que ver con el cobro del canon por el cableado de la ciudad a 
los distintos canales. En ese momento hubo un proceso de fortalecimiento de la Asociación y, a su vez, 
de intercambio para ver en qué se iba a destinar ese canon. De allí surgió el primer gran instrumento 
para el fomento de la actividad audiovisual: el FONA. 


Desde el inicio, nuestra Asociación ha estado muy vinculada al proceso de creación de un 
camino para el desarrollo del cine y el audiovisual nacional. Desde ese momento nos orientamos a 
buscar acuerdos y entendimientos con quienes compartieran esta idea de trabajar para que existiera 
una producción propia en el terreno audiovisual en el Uruguay. 


Vale la pena tener presentes los resultados del FONA, aunque sea de una manera muy 
sucinta. En cuanto a las películas que se han producido, hay algunos títulos muy significativos que 
tienen que ver con el FONA; entre otros, podemos citar a “Whisky”, “El baño del Papa”, “El viaje hacia 
el mar”, “Mal día para pescar”. 


Lo cierto es que este Fondo, que es bastante limitado para lo que son los presupuestos 
habituales de las producciones cinematográficas, sirvió como un gran impulso al desarrollo de nuestra 
producción y, además, permitió que los realizadores y productores pudiéramos empezar a vincularnos 
a nivel internacional, a establecer alianzas con otros productores y, eventualmente, inversores para 
lograr un apoyo a nuestras realizaciones, todo ello con un crédito que se ha ido ganando en base a la 
calidad de nuestra propia producción, que ha sido reconocida en distintos eventos y festivales 
internacionales. 


En esa línea de trabajo, la Asociación ha tratado de crear o construir un camino para el cine y 
el audiovisual nacional. 


Otro paso importante fue el trabajo realizado para la concreción de la ley de cine que, 
felizmente, fue aprobada por unanimidad a nivel parlamentario, demostrando la existencia de un 
consenso en cuanto a esa intención de trabajar con la imagen del país. 


La ley de cine, el Fondo de Fomento Cinematográfico y la creación del Instituto del Cine y el 
Audiovisual significaron un paso muy importante en el fortalecimiento del sector, surgiendo nuevas 
producciones. Algo a destacar es que el incremento de la participación pública en la actividad 
cinematográfica significó también un incremento correlativo de las inversiones desde el exterior. Hay un 
estudio -que vamos a entregarles- en el que se muestra que aproximadamente el 20% o 25% de la 
participación en la estructura de las producciones uruguayas es de origen público, pero también hay un 
porcentaje mayoritario que proviene de fondos que se captan desde el exterior. 


Quiero destacar que no se trata solamente de la resolución de un tema financiero, sino que 
también implica la posibilidad de desarrollo de un trabajo efectivo para mucha gente en el país, muy 
gratificante para la inmensa mayoría de nosotros. 


Dentro de esta línea de acción, concurrimos al llamado de Dinatel cuando empezaron a 
discutirse todos los cambios que, previsiblemente, van a estar vinculados con la digitalización y 
participamos activamente en esas comisiones. 


Nuestra intención al concurrir aquí es plantear nuestra preocupación, nuestra confianza y 
nuestra seguridad de que la actividad audiovisual que hemos venido desarrollando significa un caudal 
muy importante, de tipo cultural y social fundamentalmente, y también económico. Esa es una forma 
muy directa de contribuir a la creación de valores y a la educación en general de la población. 
Haciendo mías las palabras de la directora de TNU, pensamos que va a haber mejor educación en la 
medida en que haya mejor televisión. 


Ante el tema de la digitalización, pensamos que tenemos la posibilidad de dar otro salto en 
esta línea de acción que venimos desarrollando desde hace aproximadamente quince años y que ha 
dado como resultado que hoy exista este sector. Es por esto que creemos que el canon que está 
planteado cobrar a los distintos medios radiodifusores debe ser aplicado a la continuidad y a la 
profundización de este proceso que se vive a nivel del audiovisual uruguayo. 


Esta es, básicamente, la idea que queríamos trasladar a la Comisión. 


SEÑOR TOURNIER.- Buenas tardes. Mi nombre es Walter Tournier y me dedico, sobre todo, a la 
realización de películas de animación e infantiles. 


La exposición de José Pedro fue muy clara y solo quisiera agregar algunos comentarios. 


Los fondos a los que él se refiere son muy pequeños para lo que son las producciones a nivel 
internacional, que es lo que estamos encarando nosotros. En el caso del FONA, estamos hablando de 
US$ 270.000 aproximadamente, y quizás un poco más en lo que refiere al Instituto del Cine, pero este 
monto es para repartir entre tres o cuatro películas, lo que significa unos US$ 70.000 u US$ 80.000 por 
película; para una producción internacional -porque necesitamos de la coproducción para poder 
realizarlas, si no, no podemos hacerlas- esta cifra es muy pequeña. 


El hecho de que este canon sea derivado a la producción nacional nos significaría un empuje 
bastante importante, no solo por el incremento de nuestro aporte, sino también porque, incluso, 
podríamos conseguir mayores porcentajes o dineros del exterior. Es por esta razón -y también porque 
sabemos que no sería mucha la cantidad de dinero involucrada- que quiero remarcar la importancia de 
que este canon se destine integramente a este fin. 


Por otro lado, quiero destacar que nosotros también tenemos la capacidad de producir para la 
televisión. Nos es muy costoso y nos resulta difícil entrar, pero tenemos la capacidad de hacerlo, 
aunque, sin duda, necesitamos apoyo. A lo largo de estos años hemos demostrado nuestras 


posibilidades, ya que hemos salido al exterior y hemos sido reconocidos en varios lugares. Queremos 
que eso se revierta internamente y que tengamos la posibilidad de acceder con producciones 
independientes a nuestra televisión que, en mi opinión, está muy marcada por contenidos demasiado 
extranjeros y muy mediocres. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MELZER.- Buenas tardes. Mi nombre es Ronald Melzer; entre otras cosas, produzco y 
distribuyo películas uruguayas. 


No quiero hablar del Estado uruguayo porque eso llevaría a dicotomías que no son tales; me 
gusta hablar de la sociedad uruguaya. 


Teniendo en cuenta las decisiones que ustedes toman como Cuerpo -y también las que 
toman el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial- quiero decir que me parece que los legisladores deberían 
pensar cuál es el mejor negocio para la sociedad uruguaya. Y cuando digo “negocio” no estoy hablando 
de lo económico, sino de lo que mejor resultado le da a una sociedad, lo que más le sirve, las 
inversiones que ha hecho la sociedad, ya sea a través del Estado, de los municipios, de los particulares 
o de quien sea; -no importa- me interesa lo global. ¿Cuál fue, quizás, el mejor “negocio” que hizo la 
sociedad uruguaya en los últimos años? Para mí, -y esto es controversial- apoyar el proceso 
futbolístico que inició el maestro Tabárez; creo que todos podemos estar de acuerdo en eso. Y ¿por 
qué? Por la identificación que logró, por los resultados alcanzados, por la cantidad de gente que lo 
siguió, por la imagen, porque, en definitiva, vendió -en el buen sentido de la palabra- un país. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, de acuerdo. 


SEÑOR MELZER.- ¿Qué otros buenos negocios ha hecho la sociedad uruguaya? Con cuatro pesos 
locos -que son los que se consiguieron mediante el FONA, creado en 1995- se generó una pequeña 
gran industria que ha permitido que muchas películas uruguayas fueran conocidas en el extranjero y 
que gran cantidad de gente trabajara haciendo películas, entre otras cosas, además de ir formando una 
base, dado que hay personas que luego continúan trabajando en publicidad en virtud de que este 
sector tiene una retroalimentación constante. Entonces, ha permitido que esa gente trabajara, pero no 
en cualquier actividad, sino en cosas que son útiles, cosas que antes la gente también quería hacer 
para poder autorrealizarse -este término suena horrible pero igual me gusta utilizarlo- en el país y no 
tener que ir al exterior. Quizá, mucha gente no haya podido ir a Hollywood pero sí a Europa, ni qué 
hablar a Argentina y también a Brasil. Sin embargo, hoy es posible desarrollar esta actividad en 
Uruguay, y de a poquito este país ha logrado imponer una marca. ¡Por supuesto que no es el mismo 
efecto el que produce Tabárez logrando el cuarto puesto en el Campeonato Mundial de Fútbol que el 
de la película “Whisky” ganando festivales y congregando gente en las salas. 


Como señalé, creo que es en eso en lo que tienen que pensar. Por supuesto que no estamos 
en contra de que se destine dinero a la educación; nadie -ni en el Parlamento ni fuera de él- está 
diciendo que no quiere que se dé plata a los profesores. No estamos hablando de eso, pero sí creo que 
los señores Senadores tienen la obligación -y esta es mi modesta opinión- de determinar dónde sería 
lógico volcar el dinero percibido por ese canon. En principio, nos parece que lo más lógico sería 
destinarlo a algo relacionado con la actividad. Por otra parte, deberían pensar en qué es lo que da 
mejores resultados a la sociedad uruguaya. Eso es lo que pretendemos. Francamente, debo decir que 
este no es un interés corporativo, sino que el interés debe estar puesto en lo que le sirva al Uruguay. 
Desde 1995 en adelante, la poca plata que el Estado invirtió -aquí sí fue el Estado por medio de las 
Intendencias- ha tenido un resultado increíble. No voy a abundar en esto porque toda esta información 
figura y está explicada en los repartidos que hemos traído. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para esta Comisión es un honor tenerlos aquí; si dije que era un agrado me 
corrijo: en realidad, es un honor. 


En lo personal, tengo claro que, al igual que los símbolos patrios y la Selección Uruguaya de 
Fútbol, el conjunto de realizadores de cine y productores también -porque todo se hace en conjunto, si 


no, no sale- han expresado como nadie la identidad y el sentir de los uruguayos, que tal vez nos 
sentimos identificados con pocas cosas. Una es esa: la serie de producciones audiovisuales, que por 
primera vez en el Uruguay -que no es un país cholulo- ha concitado el aplauso de la gente. ¿Por qué la 
gente aplaude en los cines cuando nunca antes lo había hecho? Porque lo siente, y hacer que los 
uruguayos se identifiquen con algo es muy difícil, como le sucede a cualquier nación, supongo. 


Entonces, más allá de lo económico y de lo estrictamente presupuestal, personalmente estoy 
en un todo de acuerdo en que no hay mejor “negocio”. Para algunos, este negocio es una rentabilidad 
fenomenal y, para otros, es ese bien que siento que tenemos en materia de teatro, de música, de cine y 
de producción audiovisual en general, que es tan nuestra. Tal vez, me emocione un poco porque me 
identifico con una generación que no tuvo la suerte de vivir eso y que estuvo mucho más invadida que 
ahora por todo lo que venía del extranjero; o, a lo mejor, yo no tuve acceso a ese privilegio. Creo que 
este sector ha crecido muchísimo y aún tiene un gran potencial de crecimiento. 


En síntesis, vamos a tratar de otorgarles algo que esté lo más cercano posible a lo que se 
propone; por lo menos, es mi posición personal. 


SEÑOR AMORÍN.- Apoyado. 

SEÑOR MARTÍNEZ.- Apoyado. 

SEÑOR TOURNIER.- Lo más cercano está bien, pero si es más, mejor. 
(Hilaridad.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión les agradece su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine y 
Video del Uruguay.) 


(Ingresan a Sala los representantes de Zona Franca Florida S.A.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda del Senado da la bienvenida a la delegación de Zona Franca de Florida, quienes van a 
exponer su propuesta para la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
correspondiente al Ejercicio 2011. 


SEÑOR BORDOLLI.- Ante todo, queremos agradecer a los señores Senadores que nos hayan recibido 
en este ámbito una vez más, para referimos a una norma que nos había convocado en una 
oportunidad anterior. Como sabemos que disponen de poco tiempo y dejamos por escrito el contenido 
básico de esta disposición, trataremos de resumir de la mejor manera posible, sin perjuicio de lo cual 
quedamos a disposición para cualquier aclaración que se estime necesaria. 


El primer punto en que quiero poner el acento es en la relación que existe entre el artículo 
282 que fue aprobado por la Cámara de Representantes y otro que había sido rechazado por el 
Senado con posterioridad a nuestra concurrencia, que también fuera aprobado por aquella. La norma 
en cuestión modificaba el artículo 14 de la Ley N* 15.921 expresando: “Las empresas instaladas en 
Zonas Francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales y de servicios fuera de las 
mismas, excepto cuando estas actividades tengan una naturaleza auxiliar o preparatoria de la actividad 
sustantiva para la que fueron autorizados a operar en zona franca”, etcétera; o sea que ponía énfasis 
en la actividad sustantiva. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hoy en día ese artículo es el 281. 


SEÑOR BORDOLL!.- Este era el artículo antiguo, el que fue rechazado por la Cámara de Senadores. 
El que fue aprobado en el proyecto -que por lo que me dice la señora Presidenta quedó como artículo 
281- tiene un contenido similar, aunque con expresiones distintas. Si los señores Senadores leen el 
texto, creo que coincidirán con nosotros en que persigue la prohibición de realizar actividades 
sustantivas por los usuarios de Zona Franca dentro del territorio nacional no franco. Frente a esa 
identidad, lo primero que quisiera señalar -porque no vamos a pensar que porque son distintas las 


palabras la identidad material se pierde- es que la aprobación de este artículo implicaría una 
transgresión al artículo 142 de la Constitución de la República, que dice que: “Cuando un proyecto 
hubiese sido desechado al principio por la Cámara a quien la otra se lo remita, quedará sin efecto por 
entonces, y no podrá ser presentado hasta el siguiente período de la Legislatura.” Eventualmente, 
podríamos tener una razón para sostener que es inconstitucional, aunque solo lo hacemos como una 
acotación. Después de reiterar todos aquellos argumentos que habíamos expuesto ante esta misma 
Comisión, lo más importante es hacer un análisis de la norma que fue aprobada con el número 281, 
remitiéndonos a lo que dijimos en aquella época, pero también  cotejando y analizando los 
fundamentos expuestos por los representantes del Poder Ejecutivo cuando asistieron a la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda. En ocasión en que esta misma honorable Comisión consideró el 
asunto después de escucharnos, acudieron a ella los representantes del Poder Ejecutivo, los 
contadores Nelson Hernández y Pablo Ferreri, quienes con mucha sinceridad e hidalguía reconocieron, 
por lo menos, la pertinencia de algunas de las objeciones que habíamos planteado, lo que llevó a que 
ellos mismos sostuvieran -especialmente, el contador Hernández- que era preferible no aprobar el 
artículo. Textualmente, dijo que: “El Poder Ejecutivo considera que se debería desglosar este artículo 
2% y considerarlo en otra oportunidad con mayor profundidad, en el contexto de toda la ley y no 
solamente como una disposición aislada.” Esto figura en la página 11 del repartido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Es un repartido de la Cámara de Representantes? 


SEÑOR BORDOLL!.- No, es un repartido de la Cámara de Senadores; no tengo el número ni la fecha, 
pero fue en esa ocasión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Pero es de este año? 
SEÑOR BORDOLLI.- Es de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del año pasado. 


No obstante esa contundente manifestación, ahora vemos que el Poder Ejecutivo 
nuevamente remite un proyecto aislado, con esta norma en particular, sin analizar todo el texto y el 
contexto de la Ley de Zonas Francas; además, repitiendo prácticamente los mismos conceptos que en 
el otro, como acabamos de ver. 


En la misma sesión el contador Ferreri puso el acento en que la Dirección General Impositiva 
había podido reprimir y sancionar los desvíos que había con relación a la Ley de Zonas Francas, 
aplicando la normativa vigente. Tal vez por ello, cuando acudió a la Comisión de Presupuesto integrada 
con Hacienda de la Cámara de Representantes para estudiar el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas, el señor Diputado Gandini realizó una -a nuestro juicio- acertada observación cuando 
sostuvo que lejos de flexibilizar el sistema, este se hacía más rígido. A esa reunión también había 
asistido el señor Ministro, y los contadores Ferreri y Serra reiteraron esta calificación poniendo énfasis 
en que a su juicio se estaba tratando de flexibilizar el sistema. Con eso se volvió a reconocer que la 
Administración Tributaria cuenta con los medios para reprimir y sancionar las conductas desviadas de 
los usuarios de Zona Franca, lo que  -desde luego- compartimos totalmente. 


En cambio, siguiendo la opinión del señor Diputado Gandini y los argumentos que 
oportunamente planteamos, nosotros pensamos que esta norma no flexibiliza, sino que acota y, 
además, ni siquiera da certezas porque es un texto abierto. Es interesante destacar que en oportunidad 
de tratarse la norma en el Plenario de la Cámara de Representantes, ante una intervención del señor 
Diputado Sanguinetti -que también compartimos- manifestándose en contra de la norma, el señor 
Diputado Asti planteó -suponemos que reflejando el sentir de toda la Bancada del Partido de Gobierno- 
lo siguiente: “Entonces, señor Presidente, esto es muy claro. Podemos objetar este artículo; no hay 
problema. No lo votamos, y queda vigente el que rige actualmente, que prohíbe toda actividad fuera de 
la zona franca”. Desde luego, habrá que ver cuáles son las actividades que se prohíben, pero frente a 
todo esto, compartimos esta propuesta porque es preferible que no se apruebe nada y que después de 
estudie de otra manera el sistema. Modestamente, pensamos que podemos dar una idea con lo que 
vamos a decir a continuación, porque creemos que es lo más importante. 


En esa oportunidad en que el contador Ferreri junto al señor Ministro de Economía y 
Finanzas acudieron a la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de 
Representantes, el señor Director de Rentas dijo: “Pongamos el ejemplo de un importador que vende 
en plaza y que está establecido en 18 de Julio y Ejido. Este importador debe pagar todos los impuestos 
de plaza. Ahora bien, un importador que se ubica en el local de al lado pero que tiene un usuario de 
Zona Franca y, por lo tanto, realiza la exhibición y en esa zona gris la vende afuera, estaría exonerado 
de todos los impuestos. Allí se está generando una horadación muy importante al sistema tributario en 
lo que tiene que ver con la tributación básicamente del Impuesto a la Renta”. Me voy a permitir hacer 
una apreciación crítica de estas manifestaciones. En primer lugar, por el hipotético lugar elegido -18 de 
Julio y Ejido- el también hipotético comerciante sería un minorista. Los usuarios de Zona Franca tienen 
prohibido realizar operaciones al por menor, de modo que el hipotético vecino competidor jamás puede 
ser un usuario de Zona Franca. En segundo término, el hipotético comerciante importador -el primero, 
el que se vería perjudicado- compró bienes producidos en el exterior -también podría haber traído 
bienes producidos por él mismo, pero no es el caso- y la renta de la venta de esos bienes situados en 
el exterior no está alcanzada por el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, IRAE; y no 
lo está aunque el contrato haya sido celebrado en el Uruguay porque nuestra ley sigue el principio de 
la fuente y es muy clara cuando, en su artículo 7%, dice que se consideran de fuente uruguaya las 
rentas provenientes de actividades desarrolladas, bienes situados o derechos utilizados en la 
República, con independencia de la nacionalidad, domicilio o residencia de quienes intervengan en las 
operaciones y del lugar de celebración de los negocios jurídicos. Quiere decir que si se celebra un 
negocio jurídico en Uruguay, sobre bienes situados en Argentina o en cualquier otro lado, la renta que 
se obtiene de ese negocio no está gravada porque están situados fuera del Uruguay. Y, a la inversa, si 
alguien realiza la misma operación en Argentina sobre bienes situados en el Uruguay, no se podría 
excusar del Impuesto a la Renta diciendo que no está gravada porque el negocio se realizó en ese 
país, ya que los bienes están en el Uruguay. En virtud de esta norma tan clara, aunque el proveedor 
del exterior haya celebrado en el Uruguay el contrato de compraventa -por sí o por medio de un 
representante- esa operación no genera rentas comprendidas en el IRAE porque los bienes que son su 
objeto están situados fuera del territorio nacional. 


También, por las dudas, hay que hablar de la norma del IRAE que regula el establecimiento 
permanente y, cuando lo hace, entre esas cláusulas de configuración del establecimiento permanente, 
estipula la de tener un representante que celebre los negocios, tener un asiento, es decir, una oficina, 
etcétera, etcétera. Evidentemente, un establecimiento permanente que pasa a ser contribuyente del 
Impuesto a la Renta, no quiere decir que esté gravado por las rentas de bienes en el exterior. El 
artículo 11 del Título IV dice: “Rentas imputables al establecimiento permanente. Los establecimientos 
permanentes de entidades no residentes computarán en la liquidación de este impuesto, la totalidad de 
las rentas obtenidas en el país por la entidad del exterior”. Es decir que sigue nuestro principio de 
territorialidad que desde la creación del Impuesto a la Renta de Industria y Comercio -y ahora con el 
IRAE- ha sido inconmovible. De eso se desprende que la única y primera renta de los negocios que 
celebra ese hipotético comerciante que importa directamente los bienes alcanzada por el IRAE es la 
renta proveniente de las operaciones que hace en el territorio nacional con estos bienes una vez que 
han sido introducidos al territorio. Si en ese escenario importa y vende al consumo directamente estos 
bienes, desde luego esa venta queda atrapada por el Impuesto a la Renta de las Actividades 
Económicas y para determinarla se podría deducir el costo del bien comprado en el exterior. Eso hay 
que tenerlo en cuenta para que no se piense que la renta es el cien por ciento de la venta. 


En tercer lugar, el hipotético competidor no puede ser usuario de Zona Franca. Para agotar el 
ejemplo, podemos imaginar que se trate de un comerciante que desarrolla su actividad en territorio 
nacional no franco y que, en lugar de importar directamente los bienes que vende en plaza a un 
proveedor del exterior, los compra a un usuario de Zona Franca, introduciéndolos de esta forma al 
mercado. Pensemos que son los mismos bienes y que paga el mismo precio, para manejar ese nivel 
de abstracción al hacer el cotejo que propondríamos hacer después. Ya se sabe que la renta que al 
hipotético comerciante le genere esa operación está exenta del IRAE, y esta es una consecuencia 
querida por la Ley de Zonas Francas, que resulta innecesario fundamentar. 


Lo primero a señalar es que como a nadie se le ha ocurrido pretender que las importaciones 
directas de bienes -que no pasan por Zona Franca y cuya renta no está gravada por ser de fuente 
extranjera- por el hecho de que sean pactadas a través de un vendedor o porque su precio haya sido 
pagado en nuestro territorio se transformen -en todo o en parte- en rentas gravadas, la misma 


consideración debería hacerse -para mantener un pie de igualdad- respecto de los bienes que se 
adquieren a un usuario de Zona Franca. 


Para finalizar, quiero señalar que aquí nadie está para defender a los defraudadores. Todo lo 
contrario. Pero con reprobar esta norma no se los defiende y con ella tampoco es suficiente, porque 
son normas formales. Entonces, ¿el defraudador qué hace? Compra -prudentemente, con esas 
disposiciones- en Zona Franca, porque evidentemente está en contubernio con usuarios de Zona 
Franca que le sobrefacturan los bienes. ¿Para qué va a pagar fuera de Zona Franca? Con esto no se 
logra nada y se ocasiona una discriminación en perjuicio de los usuarios de Zona Franca desde el 
instante en que se les pretende gravar las rentas por el solo hecho de que ciertas actividades conexas, 
como la circulación de bienes, son entregados en territorio nacional franco. 


También hay expresiones, como las del señor Ministro, que parecen apuntar a que hay alguna 
objeción al régimen de zonas francas, por lo menos tal como está estructurado; se dice que no hay ni 
siquiera actividad de maquila, es decir, que no hay transformación. Si ese es el propósito, nosotros no 
podemos decir nada desde el punto de vista jurídico, salvo que los instrumentos que se proponen son 
pobres para lograr ese objetivo. A ello agregaría que si se cambia sobre la marcha la garantía que la 
propia Ley de Zonas Francas da a los usuarios de Zona Franca con respecto a la exoneración, el 
Estado podría incurrir en responsabilidad. Aclaro que esto no es ni siquiera una amenaza sino, 
simplemente, una advertencia. 


Por otra parte, hay una virtual delegación porque se habla de “actividades análogas”. Con 
esta iniciativa no hay certezas porque se habla de actividades instrumentales, accesorias -o como se 
las quiera llamar- y, reitero, además se dice “actividades análogas” y, una vez más, queda en manos 
de la administración tributaria señalar cuáles son. Quiero decir que hay un elenco muy grande de 
actividades que pueden ser análogas por lo que ni siquiera hay certeza a este respecto. 


Ya que aparentemente el único fundamento de esto es combatir la evasión, e impedir que la 
exoneración que brinda una ley se extienda en forma indebida a otros sujetos, hechos u actos que no 
deberían estar exentos, y se pone como ejemplo al comerciante de 18 de Julio y Ejido. Sería bueno 
que se pusieran a trasluz las dos situaciones que nosotros planteamos y se nos dijera qué impuestos 
paga el comerciante de 18 de Julio y Ejido que importa directamente, que sean distintos a los que paga 
por los mismos bienes el comerciante de al lado que, en lugar de importar directamente del exterior, 
compra los bienes a un usuario de Zona Franca y los introduce al territorio nacional. 


Me gustaría agregar otros aspectos, pero finalizo mi intervención por aquí y les agradezco a 
los señores Senadores la tolerancia por haberme excedido en el tiempo de que disponía. 


SEÑOR AMORÍN.- Esta discusión ya la tuvimos el año pasado. En la Comisión de Hacienda estuvimos 
hablando largo y tendido sobre este tema y zanjamos esta discusión. 


En definitiva, el Senado no aprobó un artículo -que no recuerdo si era igual a este, pero 
filosóficamente era muy similar- y acordamos hacer un estudio más profundo del tema de las Zonas 
Francas y ver cómo podían funcionar mejor. El peor lugar para hacer un estudio profundo es durante 
una Rendición de Cuentas porque por aquí pasan muchas delegaciones -cada una cuenta con 15 
minutos- y, por lo tanto, es muy difícil analizar con detenimiento estos temas. 


Me preocupa lo que dijo el doctor Bordolli respecto a la inconstitucionalidad. Luego de que un 
proyecto de ley es considerado en una Cámara y lo rechaza la segunda, la iniciativa no puede ser 
tratada nuevamente en la misma Legislatura. Les pregunto, ¿cuál es el artículo? 


SEÑOR BORDOLLI.- Es el artículo 142. No quiero opinar como un constitucionalista porque puedo 
estar equivocado. 


SEÑOR AMORÍN.- Este era el único aporte que quería realizar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero comunicar a nuestros invitados que tanto la información escrita 
como la versión taquigráfica serán enviadas a todos los señores Senadores de la Comisión que hoy no 
se encuentran presentes, y será tomado como material para la discusión del articulado del proyecto de 


ley. 


(Se retira la delegación de la Zona Franca Florida S.A.) 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Martínez.) 


(Ingresa la delegación de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto les damos la bienvenida. 


En este momento, estoy como Presidente ad hoc, mientras vuelve a Sala la señora Senadora 
Dalmás. 


SEÑOR CARRIQUIRY.- Mi nombre es Daniel Carriquiry. Soy Presidente de la Cámara de Zonas 
Francas del Uruguay. 


Quiero agradecer al Presidente y a los integrantes de la Comisión por recibirnos y darnos la 
oportunidad de poder presentar nuestras inquietudes sobre el artículo 282 del proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, que refiere a las Zonas Francas. 


La Cámara y sus asociados estamos por demás preocupados por este artículo. En aplicación 
estricta de la propuesta remitida por el Poder Ejecutivo, entendemos que existen limitaciones 
importantes que van a afectar la logística realizada a través de las Zonas Francas, principalmente del 
interior del país. En ese sentido, acompañamos el planteo de los socios de la Zona Franca de Florida - 
sabemos que están en conversaciones con ustedes- de Libertad, de Colonia y de Nueva Helvecia. 
Tenemos una preocupación muy grande porque esas limitaciones provocarían una migración de ciertas 
operaciones logísticas del interior hacia la capital, lo que no compartimos ya que queremos que todas 
puedan desarrollarse en la misma magnitud. 


En segundo lugar, la redacción que se presenta tiene determinadas frases que nos 
preocupan porque esto se aplicaría fuera de la Zona Franca, no limitándolo al territorio nacional sino 
también al exterior, lo que agravaría aún más el perjuicio para nosotros. 


Por último, no entendemos el motivo por el que se limita una actividad que durante 
muchísimos años fue aceptada pasivamente por la Dirección General Impositiva -evidentemente, se 
trata de normas que tienen efectos impositivos- y sobre la que existen resoluciones de hace muchos 
años -que no fueron derogadas- en las que se establece claramente que los usuarios pueden realizar 
actividades comerciales fuera de la Zona Franca. Ahora, con estas interpretaciones se restringe la 
actividad y se pone en peligro el lema “Uruguay país logístico” que mencionan el Presidente y el 
Vicepresidente de la República cada vez que salen al exterior. Esto puede afectar el objetivo del 
Uruguay de ser puerta de entrada al Mercosur en materia logística. 


Para referirnos a los temas legales, me gustaría que se le permitiera hacer uso de la palabra 
al doctor Costa que es nuestro asesor, pero antes quise adelantar estos conceptos que son muy 
importantes. 


SEÑOR COSTA.- Buenas tardes, señor Presidente, seré muy breve. 


Quiero informar que hemos traído por escrito nuestra argumentación sobre un tema en el que, 
además, estuvimos intercambiando opiniones con el Poder Ejecutivo. Inclusive, en el día de hoy esta 
propuesta que entregamos a la Comisión fue enviada por mail al señor Ministro y al señor Director de 
la Dirección General Impositiva. 


Nosotros preferiríamos que el artículo 282 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas no 
estuviera, pero si el Parlamento entiende lo contrario queremos hacer dos sugerencias. La primera de 
ellas -esta es clave- es que en vez de decir: “Las actividades comerciales referidas en el inciso anterior 
que no pueden desarrollarse fuera de zonas francas...”, se establezca: *...no pueden desarrollarse en 


territorio nacional no franco...”. Si la redacción queda tal cual está, ni siquiera podrán realizar las 
actividades en el exterior, y creemos que esa no es la voluntad del Poder Ejecutivo. 


“ 


Por otra parte, cuando se expresa: *...no pueden desarrollarse fuera de zonas francas ..., 
realizadas por sí o a través de terceros...” -esto lo hemos discutido con el Director de la Dirección 
General Impositiva- creemos que lo que se está buscando es que sean terceros vinculados; si se 
tratara de terceros que no son vinculados, ¿por qué razón no podrían trabajar? ¿Por qué la empresa 
Sony Internacional no podría vender a través de un tercero? Por eso, la redacción que proponemos 
básicamente dice: “Las actividades comerciales referidas en el inciso anterior que no pueden 
desarrollarse en territorio nacional no franco, por sí o a través de terceros vinculados en los términos 
del Artículo 39 del Título 4, Texto Ordenado 1996...”. Es decir, si es un tercero no vinculado en los 
términos ya definidos legalmente, puede trabajar. 


Creo que este sería el daño menor y permitiría, por lo menos, trabajar en una actividad 
trascendente como es la logística. El Poder Ejecutivo, que está preocupado por determinadas 
operaciones con los free shops -entre otras cosas- en estos términos podría controlarlas y a nosotros 
nos permitiría seguir ofreciendo a las zonas francas como un centro logístico. 


SEÑOR LICIO.- Simplemente quiero clarificar, tal vez con algún ejemplo, lo que decía el doctor Costa. 


Supongamos que una sociedad del exterior instalada en China o en una zona franca de 
Panamá, Costa Rica o República Dominicana -en toda Centroamérica existen zonas francas- quiere 
organizar una actividad en Uruguay. Para ello contrata a un comisionista en Montevideo, le paga una 
comisión por conseguirle clientes, y puede tomarse un avión y venir a visitarlo. Una empresa brasileña 
también puede hacerlo: puede contratar un comisionista aquí, que le va a facturar sus servicios 
comerciales al exterior y va a pagar Impuesto a la Renta, IVA, Impuesto al Patrimonio, aportes al BPS 
por los empleados que tiene, etcétera. Esta es una actividad muy antigua, totalmente legítima y que le 
sirve al país porque se está generando recaudación a través de impuestos y se está trayendo 
productos para el consumo interno, lo que siempre es beneficioso, siempre que esos productos sean 
buenos. 


Ahora bien, imaginemos una sociedad usuaria de una zona franca que no es del exterior. 
Estamos hablando de alguien que apostó a invertir en Uruguay; quizás se trata de una multinacional 
que es usuaria de una zona franca cualquiera de nuestro país. Bajo la redacción actual del artículo tal 
cual está, una sociedad instalada en Zona Franca no podría contratar a ese mismo comisionista, que 
es independiente; nadie está hablando de que por atrás esté la misma persona que el que está en 
Zona Franca. Ese comisionista independiente le va a facturar a la sociedad de la Zona Franca en los 
mismos términos en que le facturaría a la persona del exterior, es decir, va a pagar IVA, Impuesto a la 
Renta, etcétera. Alguien podría decir, si pensara maliciosamente, que se pueden manejar los precios, 
pero tampoco ocurre esto, porque las normas relativas al IRAE establecen que todas las operaciones 
que una sociedad de Zona Franca realice con el territorio nacional no franco, o sea, con el 
comisionista, están sujetas a un régimen muy estricto de precios de transferencia, sean vinculadas o 
no. Es muy gravoso respecto de las zonas francas y de otros exclaves aduaneros. 


Entonces, estamos tranquilos de que el precio va a ser el del mercado porque existen esas 
normas de precios de transferencia -que además tienen que ser informados a la DGI en tiempo y 
forma, con procedimientos muy rigurosos- y estamos tranquilos de que la persona que el usuario 
contrata en territorio nacional para visitar a los clientes es independiente, es decir que no hay una 
connivencia o una relación entre la sociedad de Zona Franca y el comisionista que está en territorio 
nacional. 


Si esas condiciones se dan, me parece que un usuario de Zona Franca no debería estar en 
inferioridad de condiciones para vender a territorio nacional respecto a cualquier extranjero que no 
invierte en el país. Por lo menos tenemos que ser equitativos, por el concepto básico de equidad 
comercial, para que un usuario de Zona Franca tenga las mismas condiciones comerciales que un 
extranjero que va a vender en nuestro país. 


Esto es lo que proponemos, fundamentalmente. Para no cambiar mucho el artículo, lo que 
planteamos es eliminar la prohibición de que se realice esta actividad a través de terceros 
independientes. No lo puede hacer el usuario por sí mismo; eso está claro, ya estaba en la ley anterior 
y lo respetamos y mantenemos. El usuario no puede tener su propio personal en el territorio nacional 
concertando negocios. Pero sí debería poder subcontratar a alguien que paga sus impuestos 
legítimamente en territorio nacional para hacer ese trabajo y vender a territorio nacional, que es una 
actividad que le conviene al país. Ese usuario de Zona Franca emplea gente, invierte en Uruguay, paga 
aportes de BPS por todos sus empleados, etcétera. Tiene exoneraciones fiscales, pero hay muchos 
impuestos que se pagan. No olvidemos, además, que las personas que trabajan en las zonas francas 
pagan IRPF por sus salarios y esas mismas personas después invierten y compran una casa en 
Carrasco, en Pocitos o en La Teja, gastan en territorio nacional y pagan el IVA, el Imesi y todos los 
impuestos de nuestro país. De manera que es muy conveniente fomentar este tipo de actividades, que 
son totalmente normales. 


SEÑOR MEEROVICH.- Debemos tener presente que en las zonas francas existen muchas empresas 
que hacen distribución regional de productos. Esa región es Uruguay más todos los demás países. 
Siempre tocar un mecanismo que ha funcionado muy bien durante muchos años implica 
complejidades. Pensamos que hay que ser muy cautos en las limitaciones que se impongan a 
Uruguay, porque intentar limitar esto quizás nos pueda perjudicar. Si no permitimos distribuidores 
independientes en Uruguay, ¿cómo queremos vender a otros países? El Poder Ejecutivo tiene 
herramientas de sobra para combatir las patologías que pueda haber detectado y pensamos que el 
camino no es restringir la aplicación de esta ley. 


SEÑOR COSTA.- Sobre este tema en particular hablamos con el Director de la DGI. Por supuesto que 
no estoy diciendo que tengamos su anuencia; simplemente quiero señalar que le explicamos cuál es el 
objetivo de estos cambios. Uno de ellos apunta a aclarar algo que estoy seguro de que no es la 
voluntad del Poder Ejecutivo. Y con respecto a la segunda propuesta, quiero manifestar que esta 
Cámara en particular ha sido muy dura con las sociedades de papel, etcétera, y somos los primeros 
interesados en salvar esas situaciones. De manera que preferiríamos que no se tocara el régimen, 
pero si se va a modificar, creo que este es el daño menor. 


SEÑOR AMORÍN.- Por un tema muy similar a este estuvimos discutiendo el año pasado en la 
Comisión de Hacienda. No sé si la redacción es igual o es parecida, pero sí convinimos en aquel 
momento que era mejor no tratarlo y no votarlo, porque era un tema muy complejo, tal cual explicaron 
nuestros invitados, y tenía que ser estudiado a fondo, con mucha más seriedad. La instancia de la 
discusión de la Rendición de Cuentas es, evidentemente, un momento difícil para estudiar en 
profundidad todos los temas. De manera que me animo a pedirle al asesor legal de la Cámara de 
Zonas Francas, el doctor Costa, que nos envíe alguna opinión -porque, con total franqueza, tenemos 
muy poco tiempo; tenemos límites constitucionales para estudiar estos temas- sobre lo que dijo la 
delegación anterior que nos vino a visitar acerca de la inconstitucionalidad de tratar dos veces en una 
misma Legislatura un mismo proyecto de ley. Cuando una Cámara lo aprueba y la otra lo rechaza, es 
inconstitucional tratarlo nuevamente en la misma Legislatura. Entonces, lo que queremos saber es si el 
proyecto de ley anterior y la propuesta actual son sustancialmente iguales y si sería inconstitucional 
aprobarla. Personalmente me basta con los otros argumentos, pero me parece que este sería un 
elemento bien importante para que podamos tomar decisión. 


SEÑOR COSTA.- Será un gusto, señor Senador; prepararemos el informe y se lo haremos llegar a la 
brevedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay y 
les adelantamos que, por supuesto, los argumentos expuestos serán considerados por la Comisión y la 
versión taquigráfica será repartida a los señores Senadores que no están presentes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay.) 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Dalmás.) 


(Ingresan a Sala los representantes de los funcionarios no docentes de la Dirección Nacional 
de Deporte.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Presupuesto integrada con Hacienda, abocada al estudio 
del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, recibe con mucho 
gusto a la Asociación de Funcionarios no Docentes de la Dirección Nacional de Deporte, a quien le 
cede el uso de la palabra. 


SEÑORA CACCIAVILLANI.- Buenas tardes y muchas gracias por recibirnos. 


Hemos venido esencialmente por un tema que el Parlamento, en realidad, ya había 
solucionado, por cuanto pedimos perdón por volver. Como dije, aquí se solucionó un tema de larga 
data y que había estado muchos años encima del tintero: el de los compañeros funcionarios públicos 
que fueron declarados excedentarios por una ley particular de 1996, a través de la cual quedaban fuera 
de ese amparo. Esto se solucionó a través del artículo 48 de la última Ley de Presupuesto. 


¿Qué pasa con ese artículo? No voy a abundar en el tema porque ya se hicieron todas las 
argumentaciones, que fueron manejadas aquí por los Senadores hasta llegar a una solución. Sí me 
quiero referir a ese artículo porque en él se establece, entre otras cosas, que “A tales efectos la 
Contaduría General de la Nación reasignará los créditos correspondientes, sin que ello implique costo 
presupuestal ni de caja”. 


Luego de que los expedientes dieron todas las vueltas correspondientes, este artículo -que 
tiene una cantidad de exigencias, incluso de edad, lo que implicó que algunos compañeros quedaran 
fuera de la posibilidad de reingreso- llega al Ministerio de Economía y Finanzas, que dice que por su 
redacción, es inaplicable. La expresión “sin costo presupuestal” no es un problema porque se estudió 
que se pueden pasar créditos de un lado a otro, transformando vacantes. Sin embargo, como 
establece “ni de caja”, no hay forma de sustanciarlo. Por lo tanto, ellos dicen que tienen las manos 
atadas, por más que exista toda una exposición de razones por parte de los Senadores y un Decreto 
del Poder Ejecutivo -que les entregamos- donde se establece también cómo se deben modificar 
vacantes para hacerlo. 


Entonces, solicitamos que por la misma vía, a través de la Rendición de Cuentas se 
modifique esa redacción y se quite la expresión “ni de caja”, dejando la frase “sin costo 
presupuestario”. Esta es nuestra única solicitud. En realidad, como mencioné, ya estaba todo 
solucionado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ha quedado clara la solicitud realizada, que aparentemente es 
absolutamente lógica, pero será informado a todos los demás señores Senadores que integran la 
Comisión -a quienes también daremos el material que nos han entregado- para que en el momento de 
la discusión del articulado, se pueda implementar. 


SEÑORA CACCIAVILLANI.- Muchas gracias, señora Presidenta. Ese es el tema principal que nos 
ocupa hoy. Hay otras cuestiones que no son estrictamente presupuestales, como lo que tiene que ver 
con reestructura y el Centro Médico Deportivo, que nos tienen muy preocupados. Sabemos que los 


señores Senadores no pueden hacer mucho desde acá y por lo tanto iremos a las Comisiones que 
correspondan. 


Agradecemos lo que puedan hacer por estos 24 compañeros distribuidos en toda la 
Administración Central. Se trata de gente mayor, que vive en pueblos muy lejanos y fueron declarados 
excedentarios, en realidad, porque quedaron muy aislados del resto del gremio. Estos funcionarios 
prácticamente provienen solo de la Dirección Nacional de Deporte, porque aquí se estableció un 15% 
de excedentarios. Tenemos compañeros que realmente están en situaciones muy difíciles, que al día 
de hoy tienen 50 o 60 años y que, por ejemplo, se están dedicando a alambrar en el campo. Se trata 
de situaciones que no son justas y que, en algunos casos, se suman porque hay personas que ya 
habían sido declaradas excedentarias en AFE. Por todos esos motivos, les pedimos que solucionen 
este problema. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Trataremos el tema en la Comisión. Gracias a los representantes de los 
funcionarios de la Dirección Nacional de Deporte por su asistencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de los funcionarios no docentes de la Dirección 
Nacional de Deporte.) 


(Ingresan a Sala los representantes del Sindicato Médico del Uruguay.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- -La Subcomisión de audiencias da la bienvenida a los representantes del 
Sindicato Médico del Uruguay y les otorga el uso de la palabra. 


SEÑOR REBELLA.- Muchas gracias, señora Presidenta. 


En primer lugar, queremos agradecerles la posibilidad que nos dan de participar en esta 
sesión de la Comisión, en la que intentaremos tomar menos de los quince minutos de que disponemos. 


Voy a hacer una breve presentación de lo que nosotros consideramos un elemento central y 
que probablemente los señores Senadores conocen, que es la propuesta de reformulación del 
mercado de trabajo médico, como elemento central para consolidar esta segunda etapa, a la que 
llamamos la reforma y la consolidación del Sistema Nacional Integrado de Salud, que permita mejorar 
los elementos que a nuestro juicio son centrales. Nos referimos a la calidad asistencial y a evitar los 
problemas -que son de público conocimiento- que se producen en otras áreas, vinculados a los 
recursos humanos que tiene el sector de la salud. Estamos convencidos de que los problemas de 
recursos pueden convertirse en el talón de Aquiles de la reforma y explican, en gran medida, las 
complicaciones que vivimos, sobre todo cuando hay demanda asistencial, como sucede en los 
inviernos. 


Año tras año hemos venido trabajando y analizando posibles soluciones que pasan, en gran 
medida, por transformar los recursos humanos de la salud. En este sentido, hay dos vertientes. Por un 
lado, la formación -y aquí está claro el rol de la Facultad de Medicina- sobre todo de especialistas, en 
el número y calidad adecuados a lo que el sistema necesita y, por otro, la revalorización del mercado 
de trabajo médico, cuya organización data de la década del sesenta. En estos años no ha cambiado 
sustancialmente el ejercicio profesional en nuestro país. Como comprenderán los señores Senadores, 
la medicina ha cambiado radicalmente en estos últimos cincuenta años, pero si estudiamos un poco la 
historia, no hemos logrado cambiar centralmente la organización del trabajo médico y, por lo tanto, el 
ejercicio profesional. 


Ese esquema de trabajo médico conspira, en este escenario de escasez de recursos 
humanos, contra la cobertura adecuada y quien más siente los problemas es el subsector público. Por 
supuesto que esto es una propuesta. El sistema es único, aunque tiene un subsector público y uno 
privado. Entonces, es una propuesta única para el sistema. 


De forma adicional a esta propuesta que consideramos el núcleo central de la reestructura de 
los recursos humanos, queremos dejar planteados algunos conceptos: combatir el multiempleo y 
tender a la concentración laboral en las instituciones de salud, sean públicas o privadas. Este es un 
tema muy bien conocido por los señores Senadores porque ha sido objeto de discusión cuando se han 
tratado otros problemas del país como, por ejemplo, la educación. Sabido es que existen cargos 
médicos de 20 horas mensuales y médicos que trabajan en seis, siete u ocho instituciones y ni siquiera 
están limitados a Montevideo, sino a todo el país. Eso conspira, por supuesto, contra la calidad de vida 
de los médicos -lo cual es razonable- pero también, lo que es más importante, contra la calidad 
asistencial, pues no permite generar un relacionamiento racional con las instituciones empleadoras y 
tener una dedicación para ciertas actividades. Hoy en día es impensable que un médico ejerza solo 
actividades con el paciente -llamadas asistenciales-; requiere de una serie de actividades no 
asistenciales que, en el diseño de los cargos -O “part time”- resultan imposibles de llevar a cabo. 
Me estoy refiriendo al desarrollo profesional continuo, a la discusión sobre pacientes complejos, a la 
auditoría de historias clínicas, a -cuando un paciente tiene una evolución que no es la adecuada- 
disponer de un tiempo para poder discutir su situación entre los distintos colegas que participan, 
porque el ejercicio de la medicina no es individual sino colectivo entre las distintas disciplinas. 


En esta intención de combatir el multiempleo y generar cargos con concentración laboral, nos 
permitiríamos agregar estas actividades que hoy no podemos desarrollar. Es impensable que en 
alguna parte del mundo se siga ejerciendo la medicina como se hace en este país y, sobre todo, 
teniendo en cuenta estas actividades no directamente asistenciales, que le agregan valor a la actividad 
profesional y mejoran la calidad asistencial que podemos brindar a nuestros pacientes. 


Otro elemento a tener en cuenta es dar continuidad asistencial. Aquí ponemos el ejemplo de 
los intensivistas porque, si se quiere, son la punta del iceberg de este problema. El trabajo está basado 
en guardias verticales; esto es, van a una institución a realizar una guardia de 24 horas y luego se van 
a otra, muchas veces sin descanso en el medio, a hacer otra guardia por 24 horas. Aquí no hay una 
continuidad horizontal en cuanto al seguimiento del paciente por el mismo médico o equipo. Esto es 
algo que, ya no en el primer mundo, sino en la región no sucede desde hace muchos años. Por lo 
tanto, creemos que la horizontalidad y el seguimiento longitudinal de los pacientes es un elemento 
central de esta reforma. 


Como dije, los temas fundamentales están vinculados con la reforma del mercado de trabajo. 
Dentro del material que entregamos a los señores Senadores encontrarán cuestiones vinculadas a la 
reestructura de ASSE, tema sobre el que hemos conversado con muchos de los legisladores de las 
distintas bancadas y hoy se encuentra a nivel de la opinión pública. Estamos convencidos de que hay 
que transformar radicalmente la Ley de Descentralización de ASSE, dotándola de un gobierno distinto 
que le permita llevar adelante una nueva gestión y una descentralización a través de la regionalización, 
elemento que consideramos fundamental. Este tema fue puesto arriba de la mesa porque, si bien la 
reforma del mercado de trabajo es para los subsectores público y privado -probablemente en este 
último sea más sencillo impulsarla- estamos convencidos de que ASSE requiere de otras 
transformaciones que permitan que esa reforma tenga el impacto en calidad que estamos pensando. 


Con relación también a ASSE, en el material que les proporcionamos van a encontrar un 
argumento jurídico vinculado al Inciso de la Constitución dentro del que se encuentra. 


Finalmente, encontrarán un documento sobre el Hospital de Clínicas. Está claro que el país 
aún no ha resuelto el tema del Hospital y, por ende, no podemos hablar de recursos humanos y su 
formación sin pensar en el Hospital Universitario en el que nos formamos la mayoría de los médicos y 
profesionales de la salud. No es nuestra intención entrar en detalles y tampoco venir a decirles que el 
Hospital necesita plata; probablemente la necesite, pero al igual que ASSE, necesita de una 
reestructura profunda de su diseño, de su gestión y de sus recursos humanos. Por eso es que nos 
permitimos plantear lo que nosotros, entendemos, podría ayudar a pensar distinto sobre cómo se 
inserta el Hospital en el sistema. 


Seguramente, nos preguntarán por qué estamos acá y no en la Comisión de Salud Pública. 
Sin duda que este tema requiere de inversiones y nosotros estamos pensando en iniciar la reforma del 
mercado de trabajo en los dos subsectores simultáneamente. Le haríamos mucho mal a cualquiera de 
ellos si la iniciáramos en el sector público y generáramos una migración de profesionales del sector 
privado al público o viceversa. Probablemente resulte más fácil entender que exista una migración al 
subsector privado, pero ha ocurrido que cuando mejoramos algunos aspectos de la Administración 
Pública, encontramos que luego en el subsector privado se presentan problemas de cobertura que 
capaz que no son tan públicos. 


Queremos dejar bien claro algo sobre lo que nos preguntó el señor Senador Solari cuando 
concurrimos a la Comisión de Salud Pública y lo consideramos importante. Todo esto no implica 
incrementar la masa salarial médica, y no hemos venido a este ámbito a decir que la inversión es para 
aumentarla sustancialmente. ¿Por qué no requiere inversión? Porque requiere transformaciones en los 
cargos médicos que hoy están ejerciendo; luego, en un mediano o corto plazo obtendremos un retorno, 
tanto en la calidad como en términos económicos. Para clarificar esta situación voy a citar dos 
ejemplos. Hoy ASSE gasta millones de pesos semanales derivando a los pacientes para realizarse 
tomografías al subsector privado porque no logra cubrir las guardias de imagenología. En conjunto con 
los imagenólogos y dentro del marco de esta propuesta, llegamos a una sugerencia que aseguraría la 
cobertura los 365 días del año en esta área, justamente, a través de estos cargos horizontales, de alta 
dedicación, etcétera. Esto requiere de una inversión inicial para poder desarrollar estos cargos y 
posibilitar que los profesionales migren hacia cargos de alta dedicación. Ahora bien, es fácilmente 
entendible que esto en un mediano plazo producirá un retorno económico en la medida en que esta 
cobertura se asegure los 365 días del año. Así, dejaremos de tener esta migración de recursos al 
subsector privado para realizarse las tomografías, a lo que deberíamos sumar los costos de los 
traslados -en el informe que tenemos no están costeados- y, lo más importante, la calidad. Por ejemplo, 
la evidencia científica ha demostrado que la morbimortalidad de un traumatizado de cráneo grave 


aumenta al ser trasladado de la puerta de cualquiera de nuestros hospitales públicos al subsector 
privado a hacerse una tomografía, donde los tiempos de demora son de horas. 


Otro ejemplo que pueden entender fácilmente porque ha estado en el tapete, es el de los 
CTI. Debido a que en el sector público existen camas que no están operativas por problemas de 
recursos humanos, hay alrededor de 30 o 40 pacientes internados en CTI privados. Para atender esta 
solución requerimos de una inversión inicial y es fácilmente demostrable, no necesitamos ser 
economistas -estamos lejos de serlo- para entender que eso generará un retorno en lo que a calidad se 
refiere, pues evitaría demoras, traslados, etcétera. Cuando hablamos de “inversión” nos referimos a la 
inversión en el Rubro 0, que generará ahorros sobre todo en lo que tiene que ver con funcionamiento y 
traslado de rubros a los subsectores público o privado que, les aseguro, son millonarios. 


Sin dejar a un lado la realidad de la capacidad de ejecución, en una propuesta original 
planteamos que con alrededor de $ 200:000.000 anuales se podría generar una transformación con un 
impacto muy importante. El inicio de la transformación en el trabajo médico del sector público se haría 
mirando y priorizando los problemas que existen actualmente. Por supuesto que deberíamos empezar 
por las áreas de cuidados críticos, que son áreas muy sensibles. Aclaramos que esto no fue pensado 
solo para médicos, porque en el sector cuidados críticos también hay un problema muy importante en 
el área de enfermería. De nada nos serviría lograr la transformación en el área médica y luego no 
contar con técnicos no médicos que logren abrir las camas que hoy están cerradas en el sector público. 


No obstante lo expuesto, consideramos que también se requiere de una inversión en el 
sector privado, que está pensada de la misma manera, aunque probablemente sea menor. Si en este 
momento se me pregunta sobre el monto, digo que dependerá de la cantidad de cargos de alta 
dedicación que generemos en este proceso de transformación. Por ejemplo, para la transformación de 
toda la medicina intensiva del país se requiere una inversión de $ 1,25 por usuario durante los 
próximos tres años. Esto aseguraría la transformación de toda la medicina intensiva del ciento por 
ciento de las camas que existen en el país, así como la apertura de aquellas que hoy están cerradas, 
sobre todo en el sector público. Cuando decimos que “esto aseguraría la transformación”, hablamos del 
aseguramiento de la cobertura y del cambio en el modelo de trabajo médico, lo cual consideramos que 
es central para la mejora en la calidad. 


Somos conscientes de las restricciones que hay en el país, pero nosotros queremos terminar 
planteando que, si bien hemos generado acuerdos a nivel del Poder Ejecutivo e incluso con los 
distintos integrantes de los sectores político-partidarios de nuestro país -con quienes hemos 
conversado y se ha llegado a entendimientos- si se observa la historia de los últimos años y se lee la 
prensa de los inviernos, podrán vernos a nosotros mismos planteando esto y no logrando avanzar en 
las soluciones de fondo. Ahora bien, si uno pasara raya, les aseguro que terminaríamos gastando 
millones de pesos, año tras año, en soluciones que intentan paliar situaciones sin una mirada a largo 
plazo. Esto terminaría siendo más caro -por supuesto- en calidad porque no cambiamos lo que 
hacemos -pues seguimos haciendo lo mismo- y también en plata, que las soluciones que estamos 
proponiendo ahora. 


Les hemos dejado los documentos relativos a este tema. Para terminar, les agradecemos 
que nos hayan recibido para hacer esta breve presentación y poner sobre la mesa este tema que 
consideramos central. 


SEÑOR UMANSKY.- Hemos seguido con atención su planteo y lo consideramos muy atendible, muy 
racional. Con relación a lo que usted planteó al final, acerca de que desde hace tres o cuatro años 
estamos dando vueltas a la noria, es evidente que es así porque todos los inviernos la situación 
explota. 


Pienso que este asunto hay que concebirlo como un proyecto, y ese proyecto comprende 
muchos actores. Ustedes tienen como interlocutores básicos a ASSE -que tiene que reformarse- y a las 
mutualistas -que tienen dos tipos de agrupamiento-; y, además, deben considerar que esto no se hace 
a corto plazo. 


Por tanto, ese proyecto tendría distintas etapas y hay que considerar su viabilidad, ya que 
hay que presentarlo a los distintos actores y negociar con ellos. 


La cantidad que ustedes plantean no es para nada exagerada. Lo que sí debe quedar muy 
claro es cómo cumplir con los objetivos, qué metas parciales se van dando, cómo crean los ámbitos de 
negociación sector privado-sector público y cómo repercuten las soluciones institucionales de ASSE. 
Creo que tienen que hacer ese esfuerzo para que se pueda negociar con todas las partes. 


Reitero, me parece muy adecuado lo que ustedes plantean y les sugiero que lo armen como 
proyecto para negociar con las otras partes. 


SEÑOR GRECCO.- Buenas tardes. Soy integrante del Comité Ejecutivo del Sindicato Médico del 
Uruguay y Vicepresidente de la Sociedad Uruguaya de Medicina Intensiva. 


Voy a responder desde el punto de vista de mi especialidad, que es la que ha estado sobre la 
mesa en la opinión pública en los últimos días, a raíz de esta situación que venimos denunciando 
relativa a la carencia del sistema en su funcionamiento. 


Efectivamente, nosotros planteamos el asunto de la manera que lo señala el señor Senador, 
es decir, lo hacemos pensando en un proyecto en términos de progresividad y también como algo 
paulatino, porque Uruguay no está acostumbrado a los cambios bruscos. Los contactos y la difusión 
del contenido específico de cada una de las propuestas de reestructura de trabajo médico en cada uno 
de los niveles asistenciales se está realizando, tanto con las gremiales como con las empresas. 
Además, queremos destacar que tenemos importantes niveles de consenso en cuanto a las 
necesidades de esta reestructura. 


Sin embargo, nosotros consideramos que lo más importante de todo esto es transmitir a los 
señores Senadores y a la opinión pública que pensamos este asunto en términos de un proyecto de 
reestructura radical del mercado de trabajo porque la sociedad así lo necesita. No es posible que en 
nuestro país, cada invierno, haya colas de pacientes esperando para ingresar a terapia intensiva. 


Quisiera citar este caso, por ejemplo. El subsector público -ASSE- tiene un 15% de las camas 
de terapia intensiva y asiste al 40% de la población. Ese flujo permanente de pacientes críticos hacia el 
sector privado es normalmente absorbido por este último pero, en situación de picos de demanda, el 
sector privado atiende su demanda y nada lo obliga a dar una cama para un usuario de bajos recursos 
que se asiste en ASSE. 


Entonces, el que falla es el privado, concebido como Sistema Nacional Integrado de Salud. 
Por eso, a lo que nosotros apuntamos-y a donde va toda la argumentación que el doctor Rebella ha 
planteado- es, fundamentalmente, a la reforma del sector privado. Es en ese sentido que va nuestro 
planteo. 


SEÑOR UMANSKY.- Si me permite, considero que el privado puede ser indirectamente inducido por el 
Fonasa. Lo digo porque, a esta altura, el financiamiento del privado depende de la caja central. 


Usted mismo ha dicho que la atención de este proyecto está en la radicalidad de la solución y 
lo conservadora que es la sociedad uruguaya. El manejo de los tiempos es un elemento clave en 
cronogramas de este tipo. Además, usted compra la credibilidad a medida que va logrando 
parcialmente las cosas. Después que puede mostrarlo a la gente, como siempre, los uruguayos nos 
“subimos al carro”; se trata de eso. Por eso, les pido que hagan el mayor esfuerzo, porque comprendo 
la situación. 


SEÑOR REBELLA.- Es solamente para aclarar que compartimos plenamente lo que plantea el señor 
Senador. Esto está conversado y acordado con las empresas del sector privado de todo el país, incluso 
-y lo subrayo- la Federación Médica del Interior. Por supuesto que está acordado con ASSE y, de 
hecho, el problema tiene que ver con sus restricciones presupuestales. Cuando se hicieron las 


priorizaciones en la negociación con los actores, en la interna del Poder Ejecutivo se postergó 
nuevamente porque -y lo entiendo- existen muchas urgencias. 


Queremos llamar la atención en cuanto a que, desde nuestra perspectiva médica -tal vez sea 
porque estamos viendo parcialmente el problema- el país no resiste mucho más sin una transformación 
radical de la organización del trabajo médico y de la formación de los especialistas -en número y 
calidad- que el país necesita. Lo decimos desde una posición de profundización de los cambios que el 
país viene recorriendo en materia de salud y alertando que estamos convencidos de que este puede 
ser el talón de Aquiles de la reforma. 


Esto lo estamos haciendo en etapas. Por eso, decía que en un plan de máximas, siendo 
realistas con relación a sus posibilidades de aplicación, no planteamos más de US$ 10:000.000 de 
inversión, porque hay que hacerlo en planes pilotos y por etapas; eso está clarísimo. Estos cambios 
significan años. 


Para terminar, quiero decir que hay que priorizar las áreas críticas de modo que las 
inversiones se hagan mirando el horizonte de largo plazo y, por supuesto, empezando por donde hoy 
se presentan las mayores necesidades, es decir, ¡magenología y terapia intensiva. Esta es una 
propuesta global y la transformación progresiva de este sistema de trabajo para migrar a un sistema 
que se adapte a las nuevas realidades de la Medicina va a llevar años, décadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos muchísimo su presencia. 


Da la sensación de que es un tema muy grande para tratar en tan poco tiempo, pero 
queremos señalarles que todos los señores Senadores recibirán el material y la versión taquigráfica. 


Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes del Sindicato Médico del Uruguay.) 


(Ingresan a Sala los representantes de la Federación Uruguaya de Magisterio - Trabajadores 
de Educación Primaria.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con 
la de Hacienda del Senado da la bienvenida a los representantes de la Federación Uruguaya de 
Magisterio y Trabajadores de Educación Primaria, quienes vienen a realizar su exposición sobre la 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal de 2011. 


SEÑOR MACEDO.- Buenas tardes. Mi nombre es Gustavo Macedo; soy secretario general de la 
Federación Uruguaya de Magisterio. Agradecemos que nos hayan recibido para que podamos plantear 
la situación de Educación Primaria. El material que figura en las carpetas que trajimos contiene una 
plataforma de la Coordinadora del Sindicato de la Enseñanza, que marca las necesidades que está 
padeciendo la Educación Pública uruguaya. Si bien reconocemos el aumento que este sector ha tenido 
dentro del Presupuesto Nacional, creemos que hay algunas situaciones, sobre todo en lo que hace a 
temas salariales y de condiciones de trabajo, que no están consideradas y que, por lo tanto, deberían 
ser revisadas. El planteamiento de la Federación Uruguaya de Magisterio se aproxima más al mensaje 
enviado por la ANEP -si bien tienen diferencias- que a lo que se propone desde el Poder Ejecutivo. Por 
lo tanto, en ese marco, no es el sindicato el que está planteando las necesidades sino el propio 
organismo, aunque con una diferencia importante. 


Nos gustaría mencionar un artículo que la Federación impulsó en la Cámara de 
Representantes -y que fue aprobado por dicha Cámara- mediante el cual se autoriza una transferencia 
de recursos para resolver el problema de la contratación de auxiliares de servicio por parte de la 
Comisión de Fomento. Al respecto, quiero señalar que seguimos impulsando esta resolución parcial de 
contratación de auxiliares para la limpieza y para la cocina en las escuelas, para que ese problema sea 
solucionado. 


Por otra parte, queremos denunciar que hoy no se está cumpliendo con un compromiso 
contraído por el Gobierno anterior, mediante la firma de un convenio por el doctor Tabaré Vázquez, 
relacionado con una transferencia de recursos del Ministerio de Turismo y Deporte a los efectos de 
universalizar la Educación Física en Enseñanza Primaria. Esta transferencia de recursos, que para 
nosotros es fundamental, está faltando y lo hemos denunciado con las autoridades, las que también 
plantean que es necesaria. La transferencia a Enseñanza Primaria de esos fondos que hoy tiene el 
Ministerio de Turismo y Deporte generaría un espacio en el que la Educación Física tendría su propia 
organicidad, a la vez que permitiría un mejor desarrollo de esa disciplina, pudiendo llegar a lugares a 
los que hoy no se está llegando, como los centros escolares de nivel inicial o el área rural, que 
constituye un problema importante, que en la mayoría de los casos está siendo asumido por las 
Intendencias. 


No queremos dejar de señalar el tema relativo a las condiciones de trabajo. Al principio del 
año asistimos a una situación relacionada con los locales escolares, que es uno de los elementos que 
hacen a las condiciones de trabajo. Otro elemento que contribuye a que las condiciones de trabajo 
sean desfavorables tiene que ver con los ambientes laborales. En este sentido, queremos denunciar 
que existen situaciones en las que la jerarquía no genera las mejores condiciones, lo que perjudica el 
buen desenvolvimiento del desarrollo educativo. En este marco, la Federación Uruguaya de Magisterio 
quiere dejar claro -sobre todo a los integrantes de la Comisión- que en la mayoría de los casos se 
competen a la escuela pública uruguaya algunas situaciones que no hacen necesariamente a la 
función para la que fue creada y que igual debe cumplirlas. Por lo tanto, desde la Federación Uruguaya 
de Magisterio estamos denunciando que se devuelva a la Educación Pública uruguaya el rol que tiene, 
que es el de enseñar. Educar, educamos entre todos; por lo tanto, algunas de las cuestiones que 
permean a la Educación Pública generan situaciones que para nosotros conspiran en su contra, sobre 


todo a partir de denuncias -que a veces son necesarias- por parte de quienes cada cinco años 
renuevan con la ciudadanía sus votos, que plantean que la culpa la tiene el otro. 


En este sentido, la Federación Uruguaya de Magisterio ha contraído un compromiso social 
en defensa de la Educación Pública uruguaya, planteando que entre todos debemos buscar los 
caminos y encontrarlos. Para ello, este año vamos a realizar cuatro seminarios -uno de los cuales 
termina en octubre- en los que vamos a discutir sobre puntos tales como: formatos escolares, 
condiciones de trabajo y mejoramiento de la calidad educativa, con la finalidad de poner en 
conocimiento de la opinión pública, de los partidos políticos y de las autoridades algunos de los 
elementos que, entendemos, pueden llegar a mejorar la Educación Pública uruguaya. A tales efectos, 
creemos que algunas de las herramientas que debemos manejar entre todos tienen que ver con eso de 
devolverle a la escuela pública ese rol, pero, sobre todo, la Federación Uruguaya de Magisterio debe 
reafirmar ese compromiso de ayudar a la escuela pública uruguaya y a quienes concurren a ella. 


Simplemente para informar a los señores Senadores, señalo -este es un dato que 
manejamos comúnmente, pero es bueno reafirmarlo- que el 70% de los niños que concurren a la 
escuela pública uruguaya provienen de los sectores más carenciados. Por lo tanto, sabemos que 
cualquier peso que se sume al presupuesto de la escuela pública uruguaya va a estar apostando y 
llevando soluciones a esos lugares en que los contextos son desfavorables o muy desfavorables. A la 
inversa, cualquier peso que se reste, va a tener el efecto contrario. 


En consecuencia, para nosotros es importante que los señores Senadores revisen el 
Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo e incluyan -con las potestades que tienen- parte de lo que la 
ANEP está planteando como necesidades a los efectos de mejorar la Educación Pública. 


Asimismo, queremos plantear el tema de la jerarquización docente. El Cuerpo Legislativo del 
país le está debiendo al Magisterio uruguayo el reconocimiento del grado universitario. Si hay algo que 
debemos tener en cuenta, es que un cuerpo docente jerarquizado seguramente va a tener un mejor 
desarrollo. En este caso el problema está planteado más desde los ámbitos académico y universitario, 
porque nuestra Universidad no ha mejorado, no ha logrado despegar de la década del sesenta y 
entiende que no hay que masificar títulos. Por eso, para la Universidad es un problema permitir que el 
colectivo de maestros tenga el reconocimiento de grado universitario pero, desde nuestro punto de 
vista, no debiera serlo para los legisladores, en tanto ello jerarquiza la función docente y permite -de 
cara a los Institutos de Formación Docente- generar un espacio de equidad con el resto de los 
compañeros. Esta posición viene siendo sostenida por la Federación Uruguaya de Magisterio desde 
hace por lo menos trece años, la que plantea que se debe estudiar una fórmula mediante la cual se 
reconozca el grado universitario a los maestros. Esto va a dar lugar a situaciones que tienen que ver 
con la profesionalización docente -lo que ya hemos denunciado- porque se deben dar recursos a la 
ANEP no solo para seguir impartiendo formación en servicio, sino también formación académica fuera 
de ese ámbito. En este tema queremos dejar bien en claro que todos los docentes que hacen 
formación fuera del ámbito público lo hacen en base a un esfuerzo brutal y postergando otras cosas, ya 
que tienen que costearse cursos de posgrado en universidades privadas. Esto ha permitido, sobre todo 
en lo que hace a la educación especial, generar espacios de formación docente a pesar de lo que el 
organismo está dando. 


En definitiva, en lo que respecta al tema de la profesionalización, creemos que se debe hacer 
un esfuerzo y otorgar recursos. 


Por último, quiero referirme a un tema no menos importante que atañe al final de la carrera, la 
jubilación. En esto no caemos de nuestro asombro porque en algún momento, cuando discutimos 
sobre el tema de las AFAP, pensábamos que no era conveniente que se hiciera otra reforma porque 
perjudicaría a los trabajadores; lo mejor era que quedara ahí. En junio de este año nos enteramos que 
quienes estamos afiliados a alguna AFAP estamos en situación de pérdida, a partir del cálculo que 
hace la aseguradora -la única que hay- que es el Banco de Seguros del Estado. Parece que, además, 
habría que prender alguna vela porque si el Banco se retira, quienes estamos en alguna AFAP no 
sabemos dónde terminamos. 


Concretamente, hay dos aspectos que nos preocupan mucho. En el caso de la función 
docente, existen tres decretos que la bonifican. El que refiere a la educación común, permite sumar un 
año cada tres; el de educación especial, suma un año cada dos; y en el caso de la educación rural, 
aquellos maestros que se radican en la escuela rural también suman un año cada dos. La AFAP 
calcula el promedio de vida en 110 años -Estoy afiliado a una AFAP y si voy a vivir 110 años, espero 
que sean de felicidad y no de angustia- pero eso es lo que dice la AFAP. Cuando hace el cálculo de la 
jubilación lo hace sobre la edad real y no sobre la edad ficta. Los docentes pagamos la actividad 
bonificada, pero al momento de hacer el cálculo estas cosas no se tienen en cuenta; por lo tanto, hay 
una importante problemática instalada en cuanto a las jubilaciones del colectivo docente, y no 
queríamos perder la oportunidad de mencionarla. La actividad bonificada docente está pensada porque 
es una actividad de desgaste y un maestro no puede entrar a trabajar pensando que estas cosas le van 
a ocurrir luego de treinta o treinta y cinco años de trabajo. Ayer escuchábamos que el maestro Florit, 
Director de Primaria, denunciaba la falta de maestros, pero en el Uruguay no faltan maestros porque 
hay 25.000 títulos. Lo que tenemos que hacer es entusiasmarlos para que vuelvan a trabajar, porque 
los motivos que hacen que los maestros estén dedicados a otras actividades y no a la docencia tienen 
que ver con el salario docente. Un maestro que recién se recibe hoy gana $12.000 y no podemos 
pensar en una educación de calidad y de equidad con ese sueldo. Como cualquier trabajador, un 
maestro que quiere vivir dignamente de su trabajo tendrá que encontrar otra actividad laboral y eso le 
quita tiempo para dedicarse plenamente a la actividad docente. Por lo tanto, para nosotros la 
jerarquización y el salario son temas importantes, pero también lo es ubicar situaciones problemáticas 
que deben solucionarse al inicio, para que aquellos muchachos que hoy están en quinto o sexto año de 
liceo se entusiasmen con la labor docente y entiendan que en la docencia van a encontrar una 
actividad para trabajar y criar a sus hijos dignamente. 


En este marco, queríamos dejar planteados algunos temas como la profesionalización y la 
jerarquización a través del reconocimiento del grado universitario, que para nosotros es fundamental. 


En 2010 firmamos un convenio que queremos respetar, y que todos respeten, y sabemos que 
el Mensaje del Poder Ejecutivo plantea recursos para tener en cuenta lo que se firmó en el convenio. 
La ANEP y la Federación Uruguaya de Magisterio plantean que el convenio para 2014 se adelante al 
2013. En esto no hay financiación, pero entendemos que de alguna forma se podría adelantar ese 1.35 
% del convenio de 2014, porque si bien no soluciona el problema, apunta a ir mejorándolo. 


Asimismo, queremos reconocer que los recursos para la educación han aumentado. 
Sabemos que todos los gobiernos hacen alguna trampita porque todos dicen que ponen más de lo que 
ponen y miden más de lo que es. Para nosotros la medición del 4.6% en educación no es la correcta 
porque al hacerlo se están incluyendo elementos que antiguamente no se medían dentro del marco 
del 4.6% del Producto Interno Bruto. El Plan Ceibal es un ejemplo de algunas cosas que podemos 
tomar como gasto educativo y, aunque no depende directamente de ANEP, creemos que es un gasto 
que el país hace directamente para la educación, pero lo que no entendemos es que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas plantee que se va a pagar el boleto de los estudiantes y que eso sea parte 
del Producto Interno Bruto que se invierte en la educación. Creemos que hay otros elementos que se 
tienen que medir para que efectivamente represente el 4.6% que dicen que se da, se deberían medir 
los componentes que la Federación Uruguaya de Magisterio denunció y que tenían que ver con el 
gasto educativo, incorporando el gasto en educación de los militares y de los policías; pero hay otros 
elementos que, indudablemente, no forman parte de este gasto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su comparecencia. El material que entregaron y la versión 
taquigráfica se repartirán a todos los señores Senadores de la Comisión. 


SEÑOR MACEDO.- Antes de irnos, queremos entregarles unas revistas que hace dieciocho años que 
elabora la Federación Uruguaya de Magisterio, que la pagan los maestros, la compran los maestros y 
la hace el Sindicato. Solo tenemos cinco ejemplares. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias. Hoy somos cinco así que puede ser uno para cada uno. 


(Se retiran de Sala la Federación Uruguaya de Magisterio-Trabajadores de Educación 
Primaria -FUM-TEP-—.) 


(Ingresa a Sala la Agrupación de Trabajadores de la Dirección Nacional de Meteorología.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias da la bienvenida a la Agrupación de 
Trabajadores de la Dirección Nacional de Meteorología. 


SEÑORA MATHISSON.- Buenas tardes, muchas gracias por recibirnos en esta instancia del 
Presupuesto. 


Prácticamente, nuestra propuesta es la misma que hemos solicitado en 2010 y 2011. Le 
hemos quitado algunas cosas y dejamos lo fundamental. Tenemos entendido que el Ministerio de 
Defensa Nacional había mandado una propuesta para la Dirección Nacional de Meteorología, de 
acuerdo a lo que nos dijo el Director General de Secretaría, señor Jorge Delgado, pero el Ministerio de 
Economía la devolvió porque no se podían hacer propuestas por la Dirección Nacional de 
Meteorología. Eso fue hace aproximadamente un mes. Después, el Poder Ejecutivo elevó un proyecto 
de ley para que se tratara de nuevo el destino de nuestra Dirección, donde se proponía la derogación 
del artículo 202, de la Ley N* 18.719 y la derogación de la Ley N* 18.880 que establecía la prórroga 
para el pasaje de la Dirección Nacional de Meteorología, del Ministerio de Defensa Nacional a la órbita 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por lo que nos manifestaron, el 
Ministerio de Defensa Nacional da por hecho que Meteorología no va a salir de ese Ministerio y se 
pidió un refuerzo de $ 7:000.000. 


Queremos decir que la Dirección Nacional de Meteorología desde el año 2008 no tiene 
presupuesto aprobado y que este refuerzo de rubros va a ser nada más que para los insumos o los 
materiales que la Dirección necesite, ya que no se va a emplear en sueldos o en cualquier tipo de 
compensación. Dentro del articulado que trajimos hoy está la adecuación escalafonaria, que ya 
habíamos pedido en el año 2010. En ese entonces nos dijeron que, aunque ellos estaban de acuerdo, 
no se había aprobado esa adecuación escalafonaria porque iban a esperar el pasaje al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que se hiciera la reestructura de Meteorología. 
Al respecto, quiero decir que seguimos sin estar adecuados en escalafón y grado. Cumplimos tareas 
como lo que somos, esto es, tecnólogos meteorólogos, y tenemos el grado más bajo -Grado 1- del 
Escalafón D. Esta es una solicitud que estamos haciendo desde hace tiempo pero nunca se llegó a 
concretar. En estos momentos ni siquiera tenemos un destino marcado. Lo que sí podemos decir es 
que la ley indica que la Dirección Nacional de Meteorología tiene como destino el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y nosotros entendemos que es lo que se debe 
respetar porque se aprobaron dos leyes por unanimidad. Sin embargo, ahora el Poder Ejecutivo 
manda, de nuevo, a derogar las leyes que fueron aprobadas. El destino de Meteorología es 
fundamental para nosotros, por lo que pedimos a los señores Senadores que revean esta situación. No 
fue por capricho que se hizo el pasaje al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente; se estudió el tema y se entendió que debía estar con Dinama y la parte de Hidrología porque 
trabaja en forma conjunta con esas disciplinas, pero no me voy a extender en este punto porque todos 
los señores Senadores están en conocimiento de ello. 


Ahora estamos planteando el tema de la adecuación escalafonaria porque, más allá de que 
Meteorología termine en un Ministerio o en otro, va a quedar con el presupuesto que se le asignó 
porque así lo establece el artículo 202 de la Ley N* 18.719. Entonces, si se aprueba esta partida 
presupuestal -porque lo que tenemos es bastante escaso- será muy importante para nosotros, más 
allá del destino que tengamos. 


Otro punto que solicitamos es la compensación del horario nocturno. Desde que entramos a 
trabajar en Meteorología, en el año 2008, pasa lo siguiente: primero, no cobrábamos el horario 
nocturno y, ahora, tenemos una compensación por la cual si trabajamos diez guardias nocturnas o 
veinte guardias nocturnas al mes, cobramos una guardia y media. Nosotros necesitamos que se nos 
pague el horario nocturno completo y proponemos que, en el horario de 21 a 7 horas, sea un 30% de 
la hora trabajada. Eso es, más o menos lo que se paga en todos lados y pedimos que se nos pague 
ese horario nocturno porque efectivamente lo hacemos. Al respecto, en la documentación que les 
vamos a entregar se detalla este punto y se dan los fundamentos. 


Lo relativo a los otros artículos ya lo planteamos en la Rendición de Cuentas pasada. Una 
norma que es importante para nosotros es la que refiere a la partida para poner en marcha lo que tiene 
que ver con Meteorología Aeronáutica y las certificaciones de calidad. Esa partida tiene como destino 
los cursos y las certificaciones que se necesitan para ello. Como ya explicamos también en esta Sala, 
se corre el riesgo de perder el control de Meteorología Aeronáutica y la soberanía en ese aspecto; el 
último plazo que existe es el de mes de noviembre y no sabemos si vamos a llegar. Puedo decir que se 
está trabajando muy poco en ese sentido y no hay controles. 


Vuelvo a remarcar que lo más importante para nosotros es que el Parlamento mantenga la 
posición que asumió cuando se aprobaron las leyes que permitían el pasaje de la Dirección Nacional 
de Meteorología, del Ministerio de Defensa Nacional al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente porque no tiene sentido que quede en la Cartera de Defensa. Además, más allá de las 
argumentaciones y fundamentos que se dieron, no tenemos nada claro que, si queda en el Ministerio 
de Defensa, se cree un Instituto o una Agencia; quizás tengan pensado hacerlo en el 2020 o en 2030 
pero, mientras tanto, vamos a seguir en ese Ministerio en las mismas condiciones que hasta ahora, 
esto es, sin que haya voluntad política para hacer algo con esta Dirección. 


SEÑOR SCHOU.- Soy Secretario General de ATMN y quiero reafirmar lo expresado por la compañera. 
Para nosotros, el pasaje al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente era un 
mojón importante y necesario para comenzar a levantar este servicio y ponerlo a tono con el nivel 
internacional. Más allá de que en la exposición de motivos de la ley que se propone se dice que la 
gestión de Meteorología históricamente ha estado asociada a los Ministerios de Defensa, quiero decir 
que no es así y que actualmente, a nivel mundial, son los Ministerios de Vivienda, de Medio Ambiente o 
de Transporte los que contienen los servicios meteorológicos oficiales ante la Organización 
Meteorológica Mundial. Hay muy pocas excepciones y Uruguay es una de ellas. De hecho, la Dirección 
Nacional de Meteorología pertenecía al Ministerio de Transporte, Comunicaciones y Turismo y por un 
decreto de la dictadura, del año 1974, pasó al de Defensa. Aquí comenzó una etapa bastante mala 
para Meteorología y, entre otras cosas, hubo mucho clientelismo militar; a principios de la década del 
ochenta llegó a tener 500 funcionarios y ahora tenemos 220. Luego, se desmilitarizó bastante y 
creemos que de un tiempo a esta parte existe una buena oportunidad de pasarlo al ámbito civil, más 
precisamente, a un Ministerio eminentemente técnico, donde podamos desarrollarnos junto a otras 
áreas y disciplinas afines, como las reparticiones de Medio Ambiente y de Hidrología. Actualmente, en 
el mundo estos servicios tienden a ser hidrometeorológicos. 


Por otra parte, para desmentir lo que dice el segundo párrafo de la exposición de motivos de 
la ley que propone el Poder Ejecutivo, les vamos a entregar un listado donde figura la ubicación de los 
servicios meteorológicos a nivel mundial, con datos tomados de la OMM y otros sitios de servicios 
meteorológicos. Para nosotros es un desatino total mantener a la Dirección de Meteorología en el 
Ministerio de Defensa Nacional. En ese sentido, decimos que la ley que se propone es regresiva y 
estamos a favor del cumplimiento pleno de la Ley N* 18.880. 


SEÑOR UMANSKY.- Quiero decir que comparto los fundamentos expuestos, pero me gustaría hacer 
una consulta respecto a un aspecto que se mencionó aquí. Si no entendí mal, se dijo que desde 2008 
no tienen presupuesto y me gustaría saber a qué se refieren con esto. 


SEÑORA MATHISSON.- La Dirección Nacional de Meteorología funciona con un presupuesto básico 
otorgado en 2008, pero no se incluyó ninguna partida. Podemos decir que prácticamente esta 
Dirección subsiste sin que se haya realizado ninguna renovación de tecnología, de equipos, o de 
personal ni su adecuación; permanece incambiada. ¿Por qué? Primero se habló de una etapa de 
transición y, luego se dijo que ¡íbamos a pasar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y que el Ministerio de Economía y Finanzas tenía una partida para destinar a la 
reestructura y a la parte de equipamiento, pero la Ley de Presupuesto no nos asignó nuevas partidas. 


SEÑOR SCHOU.- Otro tema que se mencionó en forma tangencial es el de la gestión. Más allá de los 
recursos, la gestión de la Dirección es espantosa. Una de las cuestiones fundamentales es tratar de 
seguir las recomendaciones de la Organización Meteorológica Mundial, cosa que nuestro país no hace 
desde hace mucho tiempo. Esto es algo que estamos diciendo permanentemente y voy a poner un 
ejemplo concreto. La Organización Meteorológica Mundial recomienda que los instrumentos de las 
estaciones meteorológicas -como los termómetros- como máximo sean calibrados cada dos años y 
renovados cada cinco años. Pues bien, nosotros ingresamos hace cuatro años y no hemos visto que 
se hiciera nada eso con los termómetros, barómetros y otros instrumentos. Al respecto, hay un caso 
bastante escandaloso que es el de la Estación Meteorológica del Aeropuerto de Melilla. El barómetro, 
que es el instrumento que sirve para medir la presión atmosférica, que es un dato vital en los informes 
de la aeronáutica para que los pilotos puedan calibrar sus altímetros, no se calibra desde 1977. Esta 
es, simplemente, una pincelada de la realidad de Meteorología después de tantos años de mala 
gestión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todo el material será distribuido a los señores Senadores que no están 
presentes en la Comisión para ser tenido en cuenta a la hora de discutir el articulado. Agradecemos 
vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la Agrupación de Trabajadores de la Meteorología Nacional.) 


(Ingresa a Sala la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda de 
la Cámara de Senadores tiene el agrado de recibir y le da la bienvenida a la Federación Nacional de 
Profesores de Enseñanza Secundaria para que realicen su presentación. Les aclaramos que la versión 
taquigráfica y el material que nos han entregado en el día de hoy los haremos llegar a todos los 
señores Senadores de la Comisión. 


SEÑOR MACEDO.- Buenas tardes. Mi nombre es Pablo Macedo y soy docente de Historia y de 
Informática en el departamento de Rivera. 


La Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria en su plataforma y ante 
esta Rendición de Cuentas tiene tres líneas fundamentales de trabajo que acompañan, en cierta 
medida, los planteos realizados por el Codicén de la ANEP, obviamente, con los matices en los que el 
sindicato ha venido trabajando y que tienen que ver con el fortalecimiento de la infraestructura y el 
mantenimiento edilicio. 


Este planteo -que ha sido central en nuestras reivindicaciones- se relaciona con la mejora en 
la calidad del aprendizaje de los estudiantes y en la calidad del trabajo docente, aspectos necesarios 
para el desarrollo de las tareas a que nos enfrentamos día a día. Básicamente, cada año comenzamos 
los cursos con diversas dificultades - tanto en Educación Secundaria, en las Escuelas Técnicas como 
en Educación Primaria- por el insuficiente mantenimiento de los edificios y por la escasez de Centros 
Educativos en áreas donde la población ha crecido o se ha movido. Esta es una realidad de nuestro 
país que venimos siguiendo con atención y que se da, principalmente, en el departamento de 
Canelones y en las zonas de frontera, en donde se demanda la construcción de nuevos Centros 
Educativos. 


Cabe destacar que tenemos una población que se desplaza desde más de 2.000 escuelas a 
280 liceos, con las dificultades que esto provoca. También existe la necesidad de aumentar la 
cobertura del Bachillerato -que es insuficiente- para lo cual hay que fortalecer la infraestructura edilicia 
y ocuparse del mantenimiento de los locales que ya existen. 


Otra línea importante tiene que ver con la creación de cargos. En los últimos tiempos hemos 
insistido en la dotación de porteros, personal administrativo y de servicio, y de recursos técnicos 
vinculados a los equipos multidisciplinarios -la mayoría de los liceos no los tienen- como asistentes 
sociales, psicólogos, profesores orientadores pedagógicos, entre otros. Esta es una necesidad 
acuciante. En el caso de la plantilla de funcionarios de servicio, la que tenemos se encuentra muy 
envejecida y está próxima a acogerse a los beneficios jubilatorios. También se debería emprender una 
política de concursos que contemplara esta situación y reforzara los nuevos Centros Educativos que se 
están creando, que en su mayoría no cuentan con funcionarios administrativos y de servicio. 


El otro aspecto está relacionado con la profesionalización y el aumento de los salarios -temas 
que son complementarios- en el entendido de que cada vez menos jóvenes aspiran a la docencia en 
los Centros de Formación Docente. El país ha vivido un proceso de crecimiento económico que ha 
hecho que otras áreas de la economía compitan con la Educación, porque las ofertas monetarias son 
más atractivas. Nosotros tenemos que defender la vocación como punto central de nuestra tarea, pero 
también es fundamental que haya una remuneración justa y adecuada por ella. 


SEÑORA MACEIRA.- Con el objetivo de reforzar lo planteado por el compañero vamos a presentar 
este pequeño punteo. 


En primer lugar, me voy a referir a la infraestructura edilicia. Creo que todos hemos 
presenciado una y otra vez, a principio y a fin de año, los problemas que surgen en los diferentes liceos 
por un mal o inexistente mantenimiento. Nosotros sabemos que en el proyecto que elevó el Codicen 
para la Rendición de Cuentas, existe un ítem específico que plantea una determinada cantidad de 
dinero para aplicar al mantenimiento de los Centros Educativos y en especial para Secundaria. De 
alguna manera, nosotros estamos apoyando la iniciativa que tomó el Consejo de Educación 
Secundaria y que recogió el Codicen. Obviamente, esto no excluye la necesidad que existe de 
construir nuevas aulas y liceos. Es muy importante tener presente que en los últimos veinticinco años 


Secundaria no tuvo un departamento o un equipo para el mantenimiento de los locales liceales; los 
trabajos se hacen cuando surgen los problemas -cuando se llueven los locales, cuando tienen 
problemas de electricidad o de sanitaria- pero, repito, nunca ha habido una oficina donde se pueda 
hacer efectivamente el seguimiento y el mantenimiento de los Centros Educativos. 


Como somos los tres docentes y de alguna manera lo vivimos en carne propia, voy a dar un 
ejemplo. Yo trabajo en el Liceo N* 11 del Cerro, cuyo edificio fue inaugurado en el 2004 -después de 
una gran lucha de esa comunidad para tener un liceo nuevo- y hace dos años que tenemos problemas 
con la azotea. En este momento hay un salón que no se puede utilizar -repito, se trata de un liceo que 
es nuevo, ya que fue inaugurado en el 2004- porque en su techo -lo comprobamos ayer- hay una 
verdadera piscina. Por eso planteamos la necesidad de que se haga el mantenimiento de los liceos. 


El país, la sociedad, todos nosotros invertimos una cantidad enorme de dinero en edificios que 
luego presentan estos problemas. Además, aquí ocurre lo mismo que en nuestras casas; si no les 
hacemos mantenimiento, obviamente que se van a deteriorar. Es decir que, por un lado, sería 
fundamental para nosotros que se viera ese aspecto que está en el documento de la Rendición de 
Cuentas del Codicén con respecto a infraestructura. 


En lo que hace a la creación de cargos -que se ata, obviamente, con el tema del salario, al 
que hacía referencia el compañero, y con la profesionalización- aquí estamos haciendo énfasis en 
varios aspectos. Por ejemplo, uno de ellos es que estamos en un momento en que la inseguridad o la 
falta de seguridad aparece en forma cotidiana en los medios masivos de comunicación y muchas 
veces, lamentablemente, los liceos y las escuelas son protagonistas de algunas de esas noticias. 
Entonces, lo que estamos planteando, para encaminar una solución definitiva respecto a la seguridad 
de la comunidad educativa, de los docentes y, sobre todo, de los alumnos en el interior y en el entorno 
de los locales, es la necesidad de que se restablezca la figura del portero. En el proyecto del Codicen 
está prevista la creación de 300 cargos de porteros y aquí estamos hablando de un universo de 286 
liceos, de manera que esos porteros serían una primera aproximación a las necesidades porque no 
podemos pensar que una sola persona va a estar cubriendo todo el turno, desde las siete y media de la 
mañana a las once de la noche. Pero estamos hablando de que cada uno de esos porteros implicaría 
una cantidad de US$ 13.000 al año en salarios. Según los cálculos que realizaba un compañero 
nuestro, contratar a 300 porteros en Secundaria implicaría el equivalente a hacer cinco kilómetros de 
ruta. Sabemos que las rutas son importantes, pero entendemos que también lo es la seguridad de 
nuestros alumnos y la nuestra. 


SEÑOR MANDACEN.- El planteo que hacen los compañeros es real y nosotros, en esta instancia que 
se nos brinda, queremos dejar claro que este es un debate que se debe toda la sociedad, 
reconociendo que en la educación hay un problema estructural. Estamos hablando de un problema de 
largo aliento, que tiene en jaque las posibilidades de desarrollo productivo y de conocimiento del país. 
Ante un problema estructural, la solución debe ser estructural; por eso, estamos invitando a esta Casa 
a la reflexión con respecto al espacio fiscal que plantea el Poder Ejecutivo, que limita 
presupuestalmente este debate. 


La educación tiene una pauperización que viene de muchísimo tiempo. Reconocemos que los 
recursos que se manejan hoy en día son superiores a los que se tenía algunos años atrás, pero no son 
suficientes. Y agregados a la insuficiencia de recursos, tenemos graves problemas de gestión y de 
planificación. No podemos seguir improvisando en educación y no tener claro la cantidad de liceos que 
se deben construir de aquí a diez años. Es un error crucial, estratégico en la vida de un país. Tenemos 
el problema de que no tenemos la lectura clara de hacia dónde van los recursos, de qué manera se 
manejan y de qué forma se gestionan, cuestión sumamente compleja y que después nos pone a todos 
en jaque ante la opinión pública. Entonces, estamos invitando aquí, además de todo, a dejar sentadas 
las bases de un debate mucho más fluido. Está claro que no por ser más fluido va a dejar de tener sus 
fuertes encontronazos, pero es un debate que se debe la sociedad. Sin duda, estamos ante un 
problema sumamente complejo porque si queremos hablar de un país productivo con justicia social y 
distribución de la riqueza, debemos pensar en una educación que tenga otros parámetros y otro tipo de 
desarrollo y planificación. Estamos hablando de que falta construir Centros Educativos y de que falta 
planificación y gestión en aquellos que ya están funcionando, que tienen un grado de deterioro 
importante. Y un dato no menor, al que hacían referencia mis compañeros de delegación, es que los 
liceos que ahora están cumpliendo su centenario, como es el caso del lAVA, que ha formado una parte 


importante de la intelectualidad uruguaya, no tienen problemas estructurales, mientras que los 
construidos en los últimos años en este país se caen, por falta de mantenimiento pero también por 
problemas estructurales. 


Entonces, queremos que estos temas se debatan de verdad, en lugares que tengan 
representatividad de todos, pero además que tengan poder resolutivo -no consultivo- porque si se nos 
consulta y después nuestra opinión se deja a un costado, estamos en un problema. 


Por último, aquí se hacía énfasis en el tema salarial, que creo que es muy importante. Un 
docente no puede trabajar 48 horas semanales y tener la posibilidad franca y plena de 
profesionalizarse, porque además un docente también es una persona que se desarrolla familiarmente 
y debe tener atención y tiempo para su familia. Trabajar 48 horas semanales implica abocarse a esta 
tarea prácticamente 60 horas, porque hay 10 o 15 que se cumplen en la casa, en la planificación. De 
manera que ahí tenemos un grave problema. 


Pero tenemos otro grave problema, sobre el que también invitamos a la reflexión: en los 
últimos años el ataque hacia los docentes ha sido muy duro. Se ha estigmatizado a los docentes en 
general, lo que hoy en día también genera problemas para que los jóvenes se anoten en la carrera. 
Actualmente son muchas las vacantes en todo el país y los señores Senadores, que tienen un papel 
importantísimo en el proceso histórico de este país, con la representación que tienen deben jugar un rol 
fundamental en esto. 


De manera que los estamos invitando a realizar un debate, franco, abierto, que realmente 
apunte a resolver, entre todos, un problema estratégico para el país. Aclaro que no estamos 
embarcados en el concepto de que la educación por sí sola tiene que resolver todos los problemas de 
la sociedad; creemos que ese es un concepto equivocado. Nosotros estamos embarcados en que la 
educación es un elemento vital en el desarrollo del país, junto con otros, en la búsqueda de un país 
productivo, con justicia social y que distribuya la riqueza que se genera de otra manera. 


SEÑOR UMANSKY.- Ha sido muy ilustrativo lo que nuestros invitados han planteado desde diversos 
puntos de vista -muchos de ellos están en el tapete público- y nos gratifica que afronten este tipo de 
temas. 


Personalmente, me llamó la atención muy positivamente el énfasis que ustedes han hecho 
en la infraestructura edilicia, porque creo que es una parte importante del sistema de gestión educativa. 
Es cierto que la mayoría de la infraestructura, los activos, los edificios que tiene Secundaria, carecen 
de un programa de mantenimiento; la señora representante decía que en 25 años ella no conoció 
ningún programa de mantenimiento. Hay una mala noticia: la mayoría de los programas uruguayos no 
tienen previsto mantenimiento. Y, para peor, hay una segunda mala noticia: hace unos días nos visitó el 
Ministerio de Economía y Finanzas y dijo que recién en cinco años vamos a tener una contabilidad 
patrimonial para saber qué edificios tenemos, en qué condiciones están, cómo los podemos mantener, 
etcétera. 


Pero, por mi parte, pretendo que con ese énfasis que nuestros invitados han hecho y con la 
visión que tienen, que considero es estratégica -sinceramente, después de escuchar a los 
colectivos que han estado aquí, puedo decir que ustedes han hecho un aporte estratégico- puedan 
ayudar al Consejo de Educación Secundaria en el tema de mejorar la infraestructura edilicia. Y esto se 
puede lograr, en primer lugar, con información. Ustedes tienen un gran bagaje de información para 
hacerle llegar al Consejo, de tal manera que se puedan inventariar -cosa que en este país no se hace, 
como acabo de decir- los recursos materiales que se tienen y decir en qué estado se encuentran 
porque, en principio, para poder solucionar temas hay que tener un diagnóstico o análisis adecuado. 
Creo que si ustedes le piden al Consejo de Educación Secundaria la conformación de una Comisión 
conjunta para tratar el tema, en la cual ustedes pueden ser actores principales, se puede estar 
impulsando un tema de gestión muy fuerte, muy estructural como se dijo aquí. Eso se puede afrontar 
ayudando a las autoridades para que puedan diagnosticar cada año la situación de los edificios, qué 
tipo de mejora necesitan y, eventualmente -tema no menor que han mencionado- exigir rubros para su 
mantenimiento. Justamente, en las rendiciones de cuentas y en los presupuestos es donde se 


establecen los mismos. Es tan importante lo que se plantea por cargos y salarios, como lo que se pide 
por líneas de mantenimiento para los edificios que dignamente se quieren conservar. 


Sugiero, entonces, que propongan al Consejo de Secundaria la posibilidad de formar un 
equipo conjunto para ayudar en esta tarea, para no vernos sorprendidos cada año con estos 
problemas. 


SEÑORA MACEIRA.- En realidad, este planteo lo hacemos en conjunto, luego de un trabajo con el 
Consejo de Educación Secundaria y también con el Codicen. Existe actualmente, tanto a nivel del 
Consejo de Educación Secundaria como del Codicén una serie de comisiones de trabajo bipartitas, de 
las que hemos participado y seguimos haciéndolo. El Consejo de Educación Secundaria, a través del 
trabajo que surge en forma cotidiana con los arquitectos y demás, ve que efectivamente existe la 
necesidad de crear un equipo de mantenimiento, pero si no tiene el dinero necesario no lo puede 
hacer. Entonces, en el momento que elevan al Codicén la propuesta de gastos del Desconcentrado, 
aparece la posibilidad. Por lo tanto, nosotros le venimos a pedir a la Comisión que voten esa parte de 
la Rendición de Cuentas del Codicen que no fue votada en la Cámara de Representantes. 


SEÑOR UMANSKY.- Bienvenida sea la labor conjunta que están haciendo, así como también la 
información que nos han brindado. 


Según tengo entendido, en este momento las inversiones edilicias las está haciendo la 
Corporación Nacional para el Desarrollo en conjunto con ANEP. O sea que son esfuerzos 
complementarios que vale la pena realizar. 


SEÑOR MACEDO.- Justamente, en el día de hoy se mantuvo una reunión entre el Codicen y los 
distintos representantes de los sindicatos y de los Consejos Desconcentrados en la Comisión de 
Seguimiento Presupuestal, donde el Codicen expuso claramente los niveles de ejecución que ha 
tenido con la Corporación Nacional para el Desarrollo, el avance del fideicomiso, las mejoras en la 
implementación, cómo eso ha repercutido favorablemente en los niveles de ejecución, y que se han 
acortado algunos plazos en la resolución de determinados problemas urgentes. 


Asimismo, en el día de hoy, el profesor Guasco -Consejero de Educación Secundaria- que 
estuvo presente en la reunión, planteó que adicionalmente al esfuerzo que se ha hecho a partir de este 
presupuesto, es necesario que exista un departamento de mantenimiento porque la Corporación hoy 
está haciendo obras nuevas o resolviendo -en el caso de escuelas o liceos- aquellos problemas de 
emergencia edilicia que estaban divididos en tres: techos, electricidad y sanitarios; pero como 
respuesta a una emergencia actual y no como parte de un programa sistemático. El fideicomiso de la 
Corporación sigue enmarcado en todo el tema de la obra nueva, diagnóstico y proyección. Por los 
informes elaborados a nivel de Codicen, eso ha disminuido los plazos para resolver las emergencias. 
Sin embargo, la cuestión del mantenimiento sistemático que nosotros planteamos, contemplada en el 
proyecto de Rendición de Cuentas que envió el Codicen, de la ANEP, claramente va en este otro 
sentido. 


SEÑOR UMANSKY.- Como conozco desde hace mucho tiempo la Administración pública, sugiero que 
este planteamiento sea realmente una línea de coordinación a seguir dentro del gremio, porque estos 
esfuerzos han empezado a rendir frutos. Bienvenidos sean. Manténganlos. 


SEÑOR MANDACEN.- Antes de retirarnos, quería decir que hay un problema que tiene que quedar 
claro aquí. 


Los trabajos que se están realizando a nivel bipartito son importantes, pero tenemos un 
grave problema. En primer lugar, no hay una planificación profunda de cómo se controlan determinadas 
obras. Hemos tenido casos de obras de techos de liceos enteros que han sido impermeabilizados con 
Asfalkote y malla sombra. Entonces, son dineros públicos que se gastan mal. Eso es, mínimamente, 
corrupción de empresas que nacen, hacen y desaparecen por arte de magia. 


En segundo lugar -hay que tenerlo claro y quiero que conste- si el año que viene no nos 
sentamos nuevamente a planificar el comienzo de cursos, vamos a estar en un problema del mismo 
calibre o mayor al que se dio este año. Repito que acá hay un problema estructural y esto no se arregla 
con determinados elementos que la Corporación Nacional para el Desarrollo pueda lograr. Además, por 
lo que tenemos entendido, la Corporación no da abasto y está pidiendo ayuda al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas para algunas obras. Entonces, lo mismo que planteamos para 
infraestructura lo hacemos para políticas educativas. Las políticas educativas que se lleven adelante no 
pueden tener carácter coyuntural y focalizado. Aquí tiene que haber un debate estructural sobre las 
condiciones de trabajo y de aprendizaje. Ambos elementos son fundamentales para que el hecho 
educativo se lleve adelante realmente como se debe llevar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la presencia de los representantes de la Federación 
Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte l./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte l!./a> 
Presentaciones adjuntas por la audiencias recibidas Parte l!!./a> 


(Así se hace. Es la hora 17 y 52 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


